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El actual trabajo de investigación –Informe final de desarrollo de proyecto de investigación 
- lleva por título “La Prisión Preventiva y la Vulneración del Principio de Presunción de 
Inocencia en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria”, la misma que tuvo 
como objetivo general “Analizar cómo la Prisión Preventiva vulnera el Principio de 
Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018”.  
En cuanto a la metodología de investigación científica aplico un tipo de estudio de enfoque 
cualitativo, de fin básica y nivel descriptivo. En cuanto al diseño que se aplico fue el 
diseño de la teoría fundamentada. Tuvo como participantes a 7 personas entre ellas 
abogados especialistas en derecho penal y procesal penal, y secretarios de juzgado penal. 
En cuanto a los instrumentos de recolección de información se aplicó las guías de 
entrevista y las fichas de análisis de fuentes documentales. El procedimiento para la 
realización de la investigación se realizó en dos etapas, la revisión de la literatura y por 
otro lado la aplicación de la metodología de investigación científica.  
Por otra parte, como resultados de la investigación se llegó a determinar que la prisión 
preventiva si vulnera el principio de presunción de inocencia, puesto que la motivación de 
los jueces al emitir sus resoluciones judiciales no es la adecuada, por lo que no estarían 
respetando los presupuestos exigidos por el código procesal penal, sino más bien se está 
determinando el grado de culpabilidad, lo cual no corresponde a esta etapa procesal. En 
cuanto a la discusión del estudio, se llegó determinar que para ciertos participantes la 
prisión preventiva no vulnera la presunción de inocencia y para la gran mayoría si se 
vulnera el principio de presunción de inocencia. 
Finalmente, se llegó a la conclusión que en los casos de mandato de prisión preventiva la 
problemática se circunscribe en la afectación del principio de presunción de inocencia, así 
como también la vulneración del principio indubio pro reo, al principio de 
proporcionalidad, al derecho de defensa, el derecho a la prueba, y a la emisión de una 
resolución debidamente motivada y fundamentada en derecho.  
Palabras claves: Prisión preventiva, presunción de inocencia, derecho de defensa, debida 




The present research work -Final report on the development of the research project- is 
titled "The Preventive Prison and the Vulneration of the Principle of Presumption of 
Innocence in the National Courts of Preparatory Investigation", the same one that had as 
general objective "Analyze how the Preventive Prison violates the Principle of 
Presumption of Innocence in the National Courts of Preparatory Investigation, 2018”. 
Regarding the methodology of scientific research, I apply a type of study with a qualitative 
approach, basic purpose and descriptive level. As for the design that was applied was the 
design of the grounded theory. It had as participants 7 people including lawyers specialized 
in criminal law and criminal procedure, and secretaries of criminal court. As for the 
information collection instruments, the interview guides and the analysis files of 
documentary sources were applied. The procedure for carrying out the research was carried 
out in two stages, the review of the literature and on the other hand the application of the 
scientific research methodology. 
On the other hand, as a result of the investigation, it was determined that preventive 
detention if it violates the principle of presumption of innocence, since the motivation of 
the judges when issuing their judicial decisions is not adequate, so they would not be 
respecting the budgets required by the criminal procedure code, but rather the degree of 
culpability is being determined, which does not correspond to this procedural stage. 
Regarding the discussion of the study, it was determined that for certain participants 
preventive detention does not violate the presumption of innocence and for the great 
majority if the principle of presumption of innocence is violated. 
Finally, it was concluded that in cases of mandate of preventive detention the problem is 
limited to the affectation of the principle of presumption of innocence, as well as the 
violation of the indubio pro reo principle, the principle of proportionality, the right of 
defense, the right to evidence, and the issuance of a resolution duly reasoned and based on 
law. 
Keywords: Preventive prison, principle of presumption of innocence, right of defense, due 
motivation, principle of proportionality. 
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I. INTRODUCCIÓN.  
En el presente estudio de investigación iniciamos describiendo la aproximación temática 
señalando que, existe un gran debate jurídico en el ámbito del derecho procesal penal, esto 
es, entre la presunción de inocencia y la prisión preventiva, cuya interpretación y 
argumentación ha generado extensas opiniones al respecto, por una parte, esta quienes 
dicen que por ningún motivo se puede lesionar el derecho a presumirse inocente, mientras 
que por otra parte consideran la necesidad de uno en perjuicio de otro. Sin embargo, la 
presunción de inocencia va más allá del ámbito personal y de la vida cotidiana, puesto que 
para ser vulnerada primero deben existir indicios de culpabilidad en una persona.  
Por otro lado, la diferencia del derecho a la libertad con la presunción de inocencia, viene a 
ser que las personas que transitan libremente no se consideran inocentes, manifestando que 
esta es una definición referencial, y que ésta toma forma cuando concurre la probabilidad 
de que aquel individuo pueda ser considerado culpable de algún hecho ilícito, precisando 
de esta manera que la realidad estándar de la gente es la libertad, siendo esta el ámbito 
básico de todo ser humano, sin referencia al ámbito del derecho o al derecho procesal. 
Binder (1993).  
Dicho esto, no debemos confundir la libertad con la presunción de inocencia, puesto que lo 
primero es un derecho inherente de toda persona y que se refleja en la vida cotidiana de las 
mismas, mientras que lo otro es tratado y cuestionado por el órgano jurisdiccional cuando 
hay sospechas de culpabilidad. Por lo que, es factible decir que la presunción de inocencia 
puede ser vulnerada, ya que este es un derecho que posee toda persona cuando se le imputa 
un delito, pues se le debe considerar inocente en tanto no se establezca su culpabilidad, 
viéndose esta reflejada mediante una sentencia penal firme en la cual se establece una 
condena.  
Al no ser, el derecho fundamental a la presunción de inocencia, de carácter absoluto, pues 
está afecto a determinadas medidas cautelares personales, como es el caso de la prisión 
preventiva, siempre y cuando, dicha medida sea dictada bajo criterios de razonabilidad, 
proporcionalidad y necesidad, por lo que la presunción de inocencia puede ser desvirtuada 
mediante la actividad probatoria, con lo que incorpora además una presunción iuris tantum, 
toda vez que admite prueba en contrario. En el marco internacional se puede observar que 
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la prisión preventiva, si bien teóricamente se considera una violación al principio de la 
presunción de inocencia, esta no lo sería, puesto resultaría necesario, es decir, que es 
inevitable para avalar el proceso penal. Asencio (1987).  
En el ámbito nacional, se alega que no hay discrepancia entre el principio de presunción de 
inocencia y las medidas de coerción personal, la prisión preventiva en este caso, esto es, 
que la coerción procesal tiene su sustento no en la atribución al sometido como culpable 
del hecho ilícito anteriormente de un fallo condenatorio firme, sino lo que se busca es 
avalar el triunfo en el proceso penal, llegando a ser la finalidad del proceso. Urquizo 
(2000). Es en ese sentido entonces, que la prisión preventiva no debe ser la regla, puesto 
que la aplicación de esta medida cautelar con intención de asegurar el correcto curso de la 
investigación y su pleno cumplimiento en caso de un posible fallo condenatorio, debe ser 
de ultima ratio, es decir que, en el peor de los casos, esta debe ser la última alternativa por 
la que puede preferir el juez para asegurar el éxito del proceso penal.  
Por otro lado, respecto a los trabajos previos de carácter nacional citamos a, Serrano 
(2015), en su trabajo de tesis titulada “La Prisión Preventiva Judicial y la Vulneración del 
derecho de Presunción de Inocencia del Investigado en el distrito de Padre Abad, Ucayali, 
2014-2015”, llego a la conclusión principal señalando que la Prisión Preventiva Judicial 
antes de haber una sentencia firme es inconstitucional ya que recae como culpable la 
posición del imputado cuando debería predominar la Presunción de Inocencia. 
Asimismo, Álvarez (2018), en la tesis titulada “Mandato indebido de prisión preventiva en 
la responsabilidad civil del Estado peruano en los juzgados penales de Lima-2017”, 
concluye en que la aplicación indebida de la medida de Prisión Preventiva influye 
directamente en la responsabilidad civil des Estado peruano, así como también se llegó a la 
conclusión de que la responsabilidad civil está fundamentada por el incumplimiento de los 
principios rectores. 
Castillo (2018), en su tesis titulada “El peligro de fuga y La prisión preventiva en los 
juzgados penales de Lima centro – 2017”, llego a la conclusión y deduce que si existe una 
relación entre el peligro de fuga y la prisión preventiva, así como también concluyo que a 
mayor existencia del peligro de fuga, mayor será la determinación de la prisión preventiva 
a aplicarse. 
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Cadenillas (2018), en la tesis titulada “La presión mediática de los medios de 
comunicación social en la aplicación de la prisión preventiva en el Perú, 2017”, llegó a la 
conclusión que la presión mediática influye directamente en la administración de justicia, 
particularmente en la diligencia de la medida de prisión preventiva. 
Medina (2017), en su tesis titulada “La medida restrictiva de prisión preventiva y su 
influencia en la presunción de inocencia de los procesados en el distrito Judicial de Lima 
Norte, periodo 2017”, llegó a la conclusión en la investigación realizada que los 
magistrados de la Corte de Lima Norte emplearon la medida de prisión preventivamente de 
manera inadecuada, precipitada y sin un sustento firme, lo que ha vulnerado la presunción 
de inocencia de los investigados. 
Por otra parte en el ámbito internacional, Velarde y Alvarado (2018), en el trabajo llamado 
“La incorrecta Aplicación de la prisión preventiva, en su afectación a la Presunción de 
Inocencia”, el problema encontrado fue que dentro de las facultades que tiene el titular del 
órgano jurisdiccional de competencia en lo penal, está la de aplicar la prisión preventiva, y 
cuyo acto al no ser analizado con anterioridad y no cotejar el cumplimiento de los 
requisitos para aplicarla, vulneraria el derecho constitucional a la presunción de inocencia. 
Asimismo, Coronel (2016), en su trabajo titulado “El Estado Constitucional de Inocencia y 
la Prisión Preventiva adoptada como medida de protección social”, concluyo que el país si 
incumple con el Estado Constitucional de Inocencia de la persona.  
Carpio y Cantos (2018), en su tesis titulada “El abuso a la Prisión Preventiva en los 
Juzgados Penales del Guayas – Guayaquil”, llegaron a la conclusión de que los operadores 
de justicia no cumplen con lo establecido en la Ley, así como en los tratados y acuerdos 
internacionales firmados por el Ecuador, esta no se cumple puesto que la privación de la 
libertad de una persona solo debe ser solo aplicada cuando sea necesario y así poder 
asegurar la presencia del procesado. 
Gonzabay (2016), en su trabajo denominado “El Principio de Presunción de Inocencia en 
la aplicación de la Prisión Preventiva”, llegó a la conclusión y se elaboró una propuesta de 
reforma del art. 522 del Código Orgánico Integral penal, con el cual se lograra que el 
principio de la Presunción de Inocencia establecido por la Constitución no sea vulnerado. 
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Sánchez (2018), en su tesis titulada “El principio de Presunción de Inocencia en la 
aplicación de la Prisión Preventiva en la unidad Judicial de Flagrancia del Complejo 
Judicial de Albán Borja – Norte 2”, concluyó que la presunción de inocencia se limita 
conforme a los antecedentes del individuo y acorde a la gravedad del delito. 
Para abordar la presente tesis fue necesario establecer algunos conceptos, teorías y 
doctrinas, los mismos que tienen como pilar fundamental la prisión preventiva y la 
presunción de inocencia, ya que de esa forma se desprendió el problema planteado. La 
prisión preventiva en el proceso penal viene siendo una medida de coerción de naturaleza 
personal, siendo esta la más radical de todas, puesto que sobresalta claramente la liberación 
de los individuos. Esta medida se aplica con el objetivo de avalar que el proceso penal no 
se vea interrumpido, limitado o retardado de alguna manera, siendo así la medida 
preventiva una excepción, puesto que lo primordial del proceso penal es asegurar la 
libertad del inculpado.  
Dicha medida es de carácter particular, temporal y excepcional, la misma que va a aplicar 
el juez de investigación preparatoria al procesado, en virtud de esta se estaría restringiendo 
su libertad individual ambulatoria, pero esto con el desenlace de cerciorar el proceso penal 
que se le sigue, dicho mandato está limitado a los supuestos que la Ley establece. (Cubas, 
2009, p. 334). Asimismo, es una medida cautelar, puesta por una resolución jurisdiccional 
en el proceso penal, la cual produce una privación provisional de la libertad personal del 
procesado, con la finalidad de asegurar el desarrollo del proceso y una eventual ejecución 
de la pena, en donde se evitará un peligro procesal inminente. (Del Rio, 2016, p. 145).  
Por otra parte, se considera como una disposición restrictiva rigurosamente interpuesta por 
un juez en la primera etapa del proceso, es de ultima ratio y solo ha pedido o exigencia de 
la fiscalía, luego de que este dispone formalización y continuidad de esta etapa. 
(Melgarejo, 2011, p. 181). La Prisión Preventiva entonces es una de coerción particular, 
rigorosamente territorial y adecuada a petición de la fiscalía en el seno de un proceso penal 
apropiadamente iniciado, cuando refleje decididamente necesario, que persigue 
corresponder una eventualidad de fuga o una alarma de ocultación o pérdida de las fuentes 
de prueba. (Casación Penal N°01-2007-Huaura).  
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En conclusión, esta es la medida cautelar impuesta por un órgano territorial que tiene como 
objetivo restringir momentáneamente la libertad del procesado de la manera más grave, a 
efectos de adquirir su inequívoca aplicación. En tal sentido ajusta el ius ambulandi del 
imputado a un lugar vigilado a efectos de prevenir una posible sustracción del proceso 
penal. (Cáceres, 2009, p. 166).  
Habiendo tomado más nociones sobre lo que significa la Prisión Preventiva y las 
consecuencias que repercuta la misma, pues se puede decir que es un tema muy delicado 
para nuestra normatividad ya que está en juego la libertad personal, además es un tema que 
debe ser tratado con la mayor precaución para su aplicación, por lo tanto la interpretación y 
los criterios que el juez de investigación preparatoria aplica, deben ser con claridad, 
respetando así los lineamientos del Principio de Proporcionalidad, razonabilidad y a la 
presunción de inocencia, los cuales son pieza fundamental para que esta medida no sea 
abusiva y desproporcionada, toda vez que la regla es que el proceso penal fue diseñado 
para garantizar la libertad, y que esta solo sea perdida por el culpable, mas no por el 
inocente.  
Es así como en un Estado de Derecho se opta por la presencia de culpables liberados, pero 
lo que no se puede soportar es que concurra algún inocente condenado; la presunción de 
inocencia obtiene una extensión procedimental que tiene que ser respetada en el proceso 
penal, o sino este sería ilegítimo y anticonstitucional, ya que se ocasiona un 
entrometimiento de uno de los derechos más valiosos del individuo, es decir, la libertad de 
la gente. (Binder, 2006, p.189).  
Los presupuestos de la Prisión Preventiva, en el marco normativo del derecho procesal 
penal peruano, con la implementación del nuevo modelo Procesal Penal son tres los 
supuestos para el delicado uso de la prisión preventiva, como primer presupuesto hablamos 
de graves y fundados elementos de convicción, como segundo presupuesto se hace 
referencia a la prognosis de pena, esta no debe sobrepasar los cuatro años de pena privativa 
de libertad, y por último y a mi parecer el más importante es el peligro procesal, el mismo 
que se materializa en el peligro de fuga y obstaculización; de manera que son de gran 
importancia y que se deben cumplir en base a ciertos criterios establecidos, y 
necesariamente tienen que estar claramente sustentados.  
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En primer lugar, están los Fundados y graves elementos de convicción o Fumus boni iuris. 
Este primer presupuesto se encuentra tipificado en el apartado a) del art. 268° del Código 
Procesal Penal, el cual señala que, deben hallarse razonados y arduos elementos de 
convicción para valorar prudentemente la perpetración del delito que relacione al 
incriminado como autor o partícipe del mismo. Se tiene que, en primer lugar, debe 
concurrir una figura razonable de la presencia de sospechas, rastros y pistas de la posible 
existencia de un hecho de gravedad, en segundo lugar, se exige de un elevado nivel sensato 
de verosimilitud o credibilidad, para decir que el investigado es el autor del hecho ilícito, 
mas no una simple hipótesis (Villegas, 2016, p. 295). Esto hace referencia a que el Juez, 
antes de establecer esta medida, determine con objetividad la presencia de un costoso nivel 
de convicción en que el procesado es el autor o partícipe del hecho delictivo, es decir un 
vínculo entre el hecho punible y el sujeto pasivo de esta medida.  
En segundo lugar, se encuentra la prognosis de la pena. Nuestro ordenamiento jurídico ha 
establecido ciertas condiciones para poder establecer este presupuesto, el mismo que está 
tipificado en el literal b) del art. 268 del Código Procesal Penal, señalando que la sanción a 
atribuirse sea superior a los cuatro años de pena privativa de libertad. Para establecer este 
presupuesto material parte del límite de la pena futura de 4 años (Del Rio, 2016, p. 179).  
La Corte Suprema, ha fijado que su apreciación demanda de un riguroso análisis como la 
lesividad de los bienes jurídicos, la proporcionalidad de la pena y la comprobación de las 
circunstancias que podrían recaer sobre otras técnicas de agravación o rebaja de esta, 
haciendo referencia al art. 45.A del Código Penal. Criticamos este criterio porque su 
fijación es automática, limitando la actuación de la autoridad judicial y fiscal, además se 
requiere otra valoración en relación con el art. 45.a CP, haciendo doble valoraciones de 
aumento de penas y además restringiendo el derecho premial, creemos que su práctica 
inconsciente puede causar serios y graves daños como es la restricción de la libertad 
personal.  
Y por último y a mi parecer el más importante, el Peligro Procesal o Periculum in mora. 
De acuerdo con lo señalado en nuestro ordenamiento jurídico, este presupuesto se ha 
determinado en el literal c) del art. 268º del Código Procesal Penal, indicando que el 
procesado, en conocimiento a sus antecedentes y otras situaciones del tema específico, 
apruebe deducir moderadamente que tratará de evitar la acción de la justicia o dificultar la 
investigación de la verdad. Este es el presupuesto más importante, puesto que su 
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apreciación es de carácter prudencial por parte del magistrado para la fijación de esta 
institución, fortaleciendo su decisión en la existencia de peligro de fuga u obstaculización 
en la obtención de las fuentes de prueba (Villegas, 2016, p. 306).  
En este punto concuerdo con el autor, puesto que es el presupuesto más delicado y 
riesgoso, en el sentido que su valoración incurre en ámbitos de discrecionalidad para el 
juzgador, que tiene que justipreciar si en el futuro el procesado pueda esquivar la labor de 
la justicia o que este pueda dificultar u ocultar los medios de prueba que logren 
perjudicarlo en la investigación. El peligro de fuga, este presupuesto se encuentra 
establecido en el art. 269º del Código Procesal Penal, el mismo que el juez tendrá en 
cuenta al momento de su calificación. Este precepto legal es el aseguramiento por 
mantener al imputado en sujeción al proceso, principalmente en el juicio oral, y asegurar la 
presencia en el cumplimiento de la tentativa de sentencia. (Del Rio, 2016, p. 192).  
Asimismo, este precepto legal, pesquisa fines de protección procesal y no de carácter 
material, con la finalidad de evitar la fuga del investigado en el progreso del proceso penal, 
asimismo es confirmada por la Sala Constitucional de Costa Rica, en el sentido que solo 
debe ser aplicada este para los fines propios del proceso (Llobet, 2016, p. 147-150). El 
Código Procesal Penal, no fija criterios tasados sobre este presupuesto, sino que se limita 
en fijarlos, es decir que no existe un análisis automático sobre los elementos, al contrario, 
esa evaluación se deja bajo la discrecionalidad del juzgador en forma particular o conjunta, 
además debe motivar el fallo de su disposición (Villegas, 2016, pág. 312-313).  
La prisión preventiva ha establecido que el juzgador puede añadir criterios como el estado 
de salud del procesado, también reitera que los art. 269° y 270° Código Procesal Penal, son 
características de uso referencial para examinar el peligro de fuga, por lo tanto, es 
importante una valoración en conjunto sobre las situaciones que se presentan en cada caso 
en concreto. Considero que este precepto legal es de carácter prudencial del Juez, el mismo 
que debe establecer la existencia del peligro de fuga, para ello debe hacerlo a través de un 
análisis preciso de las circunstancias y las actitudes o conducta del procesado para asegurar 
el normal desarrollo del proceso penal y la eficacia de una tentativa sentencia. Por otro 
lado, el arraigo, según lo dicho por la real academia española (2004) establece que acaece 
de la acción de arraigar, en el sentido de proyectar o producir raíces, estableciéndose de 
modo intacto en un terreno, vinculándose a individuos y objetos.  
- 17 - 
 
Villegas (2016) hace referencia que no son específicos en ese contexto, puesto que el 
arraigo tiene tres extensiones: 1). La vinculación con la posesión del bien, es decir que 
exista un domicilio o una vivienda; 2). El arraigo familiar, el cual consiste en los vínculos 
habituales de los familiares con el acusado 3). Arraigo laboral, tiene relación con la 
manutención u ocupación del acusado (pág. 313). El arraigo es el establecimiento de una 
persona en un determinado lugar, como la posesión de sus bienes, domicilio, trabajo o 
labor y de la dirección de sus negocios, o la titularidad de un bien inmueble, dentro de los 
alcances de justicia, igualmente con vinculación a personas o familiares aun así estos no 
vivan con él, sin embargo su subsistencia depende de este, adviértase que el procesado no 
puede inhibirse a hablar sobre la identificación de su domicilio, pero si sobre los hechos si 
este lo desea (Del Rio, 2016, p.197).  
Es preciso mencionar que no se trata solamente de analizar la existencia o inexistencia de 
este precepto, sino que también se debe valorar la ponderación de la calidad del arraigo, 
porque aun si lo hubiese esto no aseguraría el éxito del proceso. Asimismo, es equivocada 
la idea de que una persona por el hecho de ser extranjero se pueda fugar del país y en 
consecuencia se le asigne la prisión preventiva, o el hecho de que tenga un constante 
movimiento migratorio, entonces no se debe fijar automáticamente la prisión preventiva, 
sino que se debe hacer una evaluación en conjunto de acuerdo con cada situación. En ese 
sentido se puede decir que el arraigo, tiene gran vinculación socio económica, asimismo 
este elemento no es concreto, es flexible en el sentido de que su determinación se fundara 
en una evaluación en conjunto utilizando la lógica y la experiencia del juzgador.  
Por otra parte, el peligro de obstaculización y obstrucción a la justicia se puede 
comprender como el evento real y objetivo de que el imputado pueda interferir, pueda 
dificultar, entorpecer, dilatar por medio de trabas, restrinja o intente restringir el progreso 
de las actividades o sucesos de indagación. De tal forma, que su continuación en libertad 
forme un riesgo para el proceso de averiguación, pues concurren indicios o vestigios de 
peligro sensato de ello. La palabra peligro razonable nos dirige no a cualquier tipo de 
supuesto, más bien nos conduce a una posibilidad sostenible en hechos, o precedentes 
precisos, de conductas demostrables que hubiese perpetrado el investigado en terceros 
procesos o inclusive en la propia pesquisa en marcha. Es razón de ello, este tipo de 
inseguridad es congruentemente, más arduo de demostrar o respaldar, como cada caso 
específico.  
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El presente supuesto se encuentra establecido en el art. 270° del CPP, y para su calificación 
se tiene que tener en cuenta tres puntos muy importantes: primero la existencia de un 
peligro prudente de que el procesado pueda destruir, alterar, extirpar y encubrir los 
elementos de prueba, esto con la finalidad de entorpecer el proceso y conllevar el mismo a 
su beneficio; en segundo lugar señala que haya un riesgo razonable de que el imputado 
influenciara en otros coimputados, peritos o testigos informen falsamente o su 
comportamiento sea desleal; y por último que el procesado induzca a otros a cometer tales 
comportamientos.  
Por otra parte, la prisión preventiva en cuanto a sus principios que la delimitan, el Tribunal 
Constitucional, en distintos veredictos, usando como referencia la doctrina internacional 
viva en nuestras épocas, como la impuesta por el Tribunal de Derechos Humanos de 
Europa, ha referido, que medidas como esta, se halla dispuesta a distintos principios de 
cabal cumplimiento, tales como, el Principio de Legalidad, haciendo mención que la 
garantía más importante que debe ser observada en la restricción de un derecho primordial 
es el principio de legalidad, en razón del cual, es importante el juicio que se forma a partir 
de los indicios y legitimación de la medida restrictiva, como situación de su habilitación 
(Gutiérrez, 2004, p. 64).  
La ausencia de la libertad personal puede darse únicamente en casos expresos y 
taxativamente establecidos por la legislación siempre y que se efectúen los presupuestos, 
exigencias o los escenarios explícitamente instituidos por la esta. Y además con las 
garantías que la ley otorga a todo individuo detenido, así también, el Principio de 
proporcionalidad, quiere decir que la prisión preventiva tiene que ser para un caso en 
particular, esto es, que sea necesaria, apta e imprescindible, y así poder asegurar el proceso 
y la permanencia del procesado al mismo. La Prisión Preventiva se emplea sólo si de las 
demás medidas de coerción existentes, esta resultase ser la más adecuada y proporcional a 
la necesidad y utilidad de garantizar la averiguación y el proceso en su integridad resulta 
desmedido que ante delitos menos gravosos, se confine la libertad personal de los 
imputados, en tanto ello involucra excluir los efectos criminógenos de las privaciones de la 
libertad de corta permanencia, por lo que se estaría desnaturalizando la medida de prisión 
preventiva, siendo esta así un verdadero adelanto de la pena. (ORE, 2011, p. 34).  
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Respecto a ello, se puede asumir que lo señalado en el párrafo anterior, sería totalmente 
válido para el tema de procesados novatos, sin antecedente alguno, no obstante deriva 
igual, en el supuesto de imputados que sean habituales o reincidentes en los delitos 
relativamente menores, es decir que tengan numerosos antecedentes penales por 
equivalentes delitos, estimados menos dañosos, como serian, hurtos continuos o haber 
cometido lesiones en el tiempo; en la cual tales situaciones aplicarían los aumentos de la 
pena conocidas por nuestra legislación penal.  
Por lo tanto, el principio de proporcionalidad establece un aparato jurídico de valiosa 
escala en el Estado constitucional y, como tal, tiene por oficio fiscalizar aquellos actos de 
la fuerza pública en donde se aprecien la violación de los derechos primordiales, así como 
de otros bienes constitucionales. Por otro lado, el Principio de razonabilidad concierne, 
centralmente en nuestro régimen constitucional, la supresión de toda injusticia en el 
cumplimiento de las exenciones de los poderes estatales. Esto nos da a entender que hay un 
esquema, discernimiento o modelo lícito que exige a proporcionar a la ley y a los sucesos 
estatales de esta, un implícito prudente, ecuánime e inestimable, de manera que cualquiera 
podría ser forzado a realizar lo que la ley manda o excluido de hacer lo que la ley impide, 
siempre que el contenido de la misma sea prudente, ecuánime y permitido. (Bidart, 1999, 
p. 118-119).  
Otro importante principio es el de Jurisdiccionalidad, es decir que, el privar a alguien de su 
libertad tiene que ser esencialmente dispuesto por un órgano jurisdiccional competente. En 
ese sentido solamente la autoridad judicial y de la mano con un debido proceso y por 
resolución sobradamente sustentada, podría situar una medida así. Es de menester precisar 
lo señalado en la sentencia N° 2050-2002-hc/tc. La misma que desiguala el privar la 
libertad de alguien, con el restringirle la misma, precisando que el ser arrestado viene a ser 
una restricción de la libertad, más no la privación de esta.  
El Principio de excepcionalidad, por otra parte, se utiliza exclusivamente en casos 
extraños, en donde sea necesaria para así llevar a cabo las indagaciones y certificar los 
desenlaces de la investigación. Este principio va unido al de necesidad, el mismo que 
indica que solo se aplicará la limitación de la libertad cuando no sea suficiente utilizar una 
medida de menor gravedad para alcanzar los mismos fines, como sería una comparecencia 
restringida.  
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Y, por último, el Principio de provisionalidad nos da a entender que al ser una medida 
provisional, significa que la prisión preventiva no vendría a ser el adelanto de la pena.  
Puesto que legalmente es temporal, y que su aplicación solo va en torno a asegurar los 
episodios de investigación y el proceso penal. El Tribunal Constitucional ha a sido 
redundante en el expediente N°2915-2004-HC-/TC y acota que para reconocer la prisión 
preventiva como constitucional tiene que cumplir diversos principios, especificando que 
las razones que respaldan esta medida son: a) La presunción solida de que el investigado 
habría cometido un delito, b) El riesgo de fuga y la eventual perturbación de la actividad 
probatoria.  
Por otra parte, la presunción de inocencia como derecho fundamental consagrado en 
nuestra carta magna simboliza por excelsitud la máxima garantía del procesado, puesto que 
se estaría hablando de una presunción iuris tantum, es decir tendría eficacia por cuanto 
mantenga su estado de inocencia, esto es mientras no se consigne una resolución decisiva, 
por lo que es indispensable para conseguir esta resolución, la materialización de los medios 
probatorios, siendo de severidad que aquellos que hacen la imputación tengan la obligación 
de probarla sin que ocurra lo contrario, esto es que el imputado debe probar su inocencia a 
través del descargo pues en la mayoría de veces se invierte este principio y se presume la 
responsabilidad del procesado no teniendo las pruebas suficientes, de manera que la 
importancia de la presunción de inocencia mantiene relación con la carga de la prueba, 
pues si la inocencia se presume es lógico saber entonces que a quien le correspondería 
probar la verdad de los cargos es a la fiscalía. (Rosas, 2005, p. 130-131).  
Asimismo, la presunción de inocencia destaca su importe filosófico como presunción 
política propensa a certificar la libertad del procesado anverso al provecho de represión 
penal del Estado y como tal tiene que valer de presupuesto y medida de todas las 
diligencias estatales pertinentes a la contención criminal, estableciéndose un tipo de 
tratamiento del procesado, el mismo que precedentemente de la condena no puede soportar 
ninguna equiparación con el culpable. (Magalhaes, 1995, p. 42).  
La Presunción de inocencia como regla de tratamiento, se puede clasificar de "poliédrico", 
en el sentido de haber múltiples revelaciones o inclinaciones concernientes con garantías 
encauzadas a regular diferentes semblantes del proceso penal. Una de sus inclinaciones se 
exterioriza como regla de trato procesal o del tratamiento del procesado, en la mesura en 
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que el presente derecho instaura la manera en la que ha de tratarse a un individuo que está 
sumiso a la causa penal. En ese sentido, es el derecho de todo ser humano a ser tratado 
como inocente hasta que no se instaure su culpa por una sentencia condenatoria. En ese 
contexto la presunción de inocencia limita a los magistrados a destinar de manera 
desproporcionada y excesiva las medidas de coerción, evitando así una confrontación de 
hecho entre investigado y culpable, en otras palabras, conlleva la prohibición de todo tipo 
de resolución judicial que presuma la anticipación de la pena.  
Asimismo, la presunción de inocencia como regla probatoria viene a ser que la prueba 
virtuosa del incumplimiento del procesado debe ser provista por la acusación, 
imponiéndose la absolución del imputado si la culpabilidad no queda justamente 
demostrada.  
Por otra parte, el principio de proporcionalidad y el test de proporcionalidad o 
subprincipios, este principio se halla señalado en el último enunciado del art. 200º de la 
Constitución Política del Perú, teniendo una especial notabilidad en el caso de las medidas 
de coerción particular para el proceso penal, pues en este opera un problema de haberes 
entre la actividad del ius puniendi del Estado, la presunción de inocencia y la libertad 
particular del procesado o atribuido. Este principio, al momento de aplicar la prisión 
preventiva, tiene como finalidad remediar una discusión entre la libertad individual y la 
seguridad de la persona, quiere decir que el juzgador debe igualar o demarcar un punto 
medio, con esto no se refiere matemáticamente, sino apreciando desde una jerarquía de 
valores o principios constitucionales, como el principio supremo del favor libertatis, el 
mismo con el que se busca la graduación de la medida a imponerse (Sanguine, 2003, p. 
433).  
Asimismo, el principio de proporcionalidad es el medio de protección de la ciudadanía, el 
mismo que pone ciertas restricciones a la intervención del Estado, en busca del equilibrio 
de lo que se persigue con los derechos fundamentales de las personas que podrían ser 
afectadas, solo de manera extraordinaria y permitida. Lo cual quiere decir que no debe 
lesionarse el contenido básico del derecho, ni se debe exceder lo rigurosamente necesario 
para alcanzar el fin pretendido. (Pedraz, 2000, p. 149). Es por eso que para poder tomar en 
cuenta que una medida de coerción es proporcional, es preciso que al momento de su 
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aplicación se supere el test de proporcionalidad, el mismo que se descompone en juicio de 
idoneidad, necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto. (Villegas, 2016, p. 241).  
Al hablar de Juicio de idoneidad, es cuando una medida es idónea siempre que va enfocada 
a conseguir un propósito seguido legalmente por el Estado, por lo tanto, este sub principio 
presupone estudiar la constitucionalidad del propósito que persigue la norma sometida a 
control (Del Rio, 2016, p. 46). Es decir que toda restricción de derechos fundamentales 
tiene que ser la adecuada para alcanzar un fin legal por el Estado, en consideración a una 
doble apreciación, en primer lugar, toda medida que tenga participación en derechos 
fundamentales debe ser distinguida y tener un fin legítimo, y en segundo lugar que la 
medida tiene que ser la idónea para conseguir tal finalidad.  
Seguidamente, el Juicio de necesidad, También conocido como juicio de subsidiaridad, 
alternativa o de minina intervención, el mismo que tiene mayor notabilidad al momento de 
atribuir entre todas las medidas que resultan aptas en utilizar la de menor grado de 
limitación de los derechos fundamentales de las personas (Villegas, 2016, p. 246). Es decir, 
aplica la medida con menor lesividad entre todas las medidas aptas que hay en un 
ordenamiento jurídico y su prohibición de usar una medida gravosa en los temas donde 
exista un medio alternativo que pueda llegar a cumplir con la finalidad que persigue el 
Estado, porque de lo contrario sería arbitrario o excesivo. En lo que concierne de la prisión 
preventiva, la misma que es la medida de coerción personal más aflictiva de todas, es 
preciso que, al momento de su fijación, se utilice como última ratio, o de manera 
excepcional. La atribución de una medida gravosa cómo la institución objeto de 
investigación, tiene que ser doblemente de ultima ratio o excepcional (Del rio, 2016, p. 
48). 
Finalmente, el Juicio de proporcionalidad en sentido estricto quiere decir que, para que se 
limiten los derechos fundamentales legalmente, es primordial y necesario que sea 
proporcional entre la medida de coerción y el grado de afectación del derecho fundamental, 
es decir, tiene que haber un juicio de valor ponderativo de intereses contrapuestos 
(Villegas, 2016, p. 253).  
Es en ese sentido que el juicio de proporcionalidad en sentido estricto requiere que haya un 
gran acerbo probatorio, de tal manera que no se puede apelar a la imposición de limitación 
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de derechos del procesado, cuando no concurren medios de prueba que permitan aseverar 
un alto grado de posibilidad respecto a que pueda el procesado frustrar los actos de 
investigación. Es decir que la acción del juzgador en la exploración de pruebas o cuando 
determine una medida restrictiva de derechos, tienen que hacerse con arreglo estricto al 
principio de proporcionalidad.  
Como problema general de esta investigación se tiene, ¿Cómo la Prisión Preventiva 
vulnera el Principio de Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de 
Investigación Preparatoria?, por otro lado, como problemas específicos tenemos, ¿De qué 
manera la indebida motivación de los jueces vulnera la Presunción de Inocencia como 
Regla de Tratamiento en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria?, ¿De qué 
manera el criterio de los jueces vulnera la Presunción de Inocencia como Regla Probatoria 
en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria?  
La justificación del presente estudio conlleva que, la presente investigación fue escogida 
por la constante aplicación de la Prisión Preventiva, la misma que debe ser estudiada punto 
por punto, y en donde se debe respetar los presupuestos para su debida aplicación, es 
necesario y de gran importancia puesto que lo que se busca en el derecho procesal penal no 
es mandar a la cárcel a todos, sino asegurar la libertad de las personas, respetando así los 
derechos fundamentales. El aporte a realizarse con la presente investigación está en 
relación a la aplicación de la prisión preventiva de manera excesiva, la cual en muchas 
ocasiones vulnera principios y derechos fundamentales de la persona, como el Principio de 
Presunción de Inocencia.  
Los beneficios que brinda la presente investigación es el tener un mejor conocimiento 
sobre la aplicación de la prisión preventiva y flexible criterio de los magistrados para su 
aplicación, lo cual conlleva a la vulneración de la presunción de inocencia. La Justificación 
teórica, la actual investigación no va a alterar aspecto alguno de una teoría existente, por el 
contrario, nos vamos a servir de teorías existentes para comprender su real dimensión con 
relación a como debe ser aplicada esta medida cautelar personal. La libertad personal es 
uno de los derechos fundamentales más importantes, por lo que la medida de prisión 
preventiva es excepcional y debe ser aplicada solo cuando existan graves elementos que 
sustenten peligro procesal.  
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La Justificación práctica es que, con el producto de la investigación no se va a modificar la 
situación de la población a estudiarse, siempre y cuando, las conclusiones a las que 
arribamos no sean estudiadas o tomadas en cuenta, para proponer una disposición 
legislativa. Esta investigación parte de la necesidad de estudiar la vulneración del principio 
de Presunción de Inocencia en relación con la aplicación de la Prisión Preventiva. La 
Justificación metódica, la presente investigación será desarrollada con un procedimiento de 
tipo básica, no plantea ampliar un cuadro experimentado o científico. Consecuentemente, 
lo que se procura es asistir la doctrina nacional, consiguiendo un superior discernimiento 
del anómalo trabajado y trazado como contexto confuso.  
Como objetivo general se tiene, analizar cómo la Prisión Preventiva vulnera el Principio de 
Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018, y 
como objetivos específicos tenemos, en primer lugar, explicar de qué manera la indebida 
motivación de los jueces vulnera la Presunción de Inocencia como Regla de Tratamiento 
en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018, y en segundo lugar, 
determinar de qué manera el criterio de los jueces vulnera la presunción de inocencia como 
regla Probatoria en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018.  
Los supuestos jurídicos, como general se tiene que, dada la indebida motivación y el 
criterio flexible de los jueces al aplicar la prisión preventiva, se vulnera la Presunción de 
Inocencia como regla de tratamiento y como regla probatoria en los Juzgados Nacionales 
de Investigación Preparatoria, 2018.Ycomo Supuestos Específicos, en primer lugar que, 
por una indebida motivación de los jueces al aplicar la prisión preventiva, se vulnera la 
presunción de inocencia como regla de tratamiento en los Juzgados Nacionales de 
Investigación Preparatoria, 2018, y como segundo supuesto especifico que, por el criterio 
flexible de los jueces al aplicar la prisión preventiva, se vulnera la presunción de inocencia 
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II. MÉTODO. 
2.1. Tipo y diseño de investigación.  
En el actual desarrollo de tesis, cabe señalar, que es uno de enfoque cualitativo, es decir, se 
comunica con objetividad, claridad acerca de la aplicación de la prisión preventiva y la 
vulneración del principio de presunción de inocencia, así como las entrevistas recogidas de 
abogados especialistas en el tema, fiscales y jueces especialistas en la materia. 
Lo que busca la investigación cualitativa es recolectar información y examinarla, a partir 
de los componentes del lugar donde se delimiten y habiendo correlación con su argumento, 
lo determinante es analizar como los integrantes a las situaciones que los envuelven. 
Consiguientemente, este camino cualitativo posee un propósito substancialmente en la 
propagación de datos e investigación. 
Por lo dicho, el tipo de diseño en este trabajo de investigación es de teoría fundamentada, 
siendo este uno cualitativo, posee el propósito de formar, revelar una conjetura. Es decir 
que, se empleará el esquema de la teoría o conjetura fundada o fundamentada, toda vez 
que, las posibles terminaciones que se desplegarán durante la indagación, así además la 
búsqueda conexa a la problemática a las que se alcanzarán quedarán basadas en los datos 
recogidos durante la investigación. 
2.2. Escenario de Estudio. 
En el actual trabajo, el ámbito de indagación será desarrollado conforme al área material en 
donde se apropiará la guía de entrevistas como instrumento, las que se ejecutaran a 
abogados especialistas en la rama del derecho penal y procesal penal. 
2.3. Participantes. 
La personalización de los sujetos en el presente trabajo de investigación es tratar de 
establecer quienes son los protagonistas de los hechos narrados, los esclarecimientos de los 
colaboradores. Los individuos que significaran para nuestro compromiso de información 
sobre las entrevistas se contaran con competitivos en la materia penal y procesal penal.  
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Fuente: Elaboración propia 
2.4. Técnicas e instrumento de recolección de datos.  
Estas son una asistencia metodológica que fortifican los vacíos que podría haber o existir 
en la exploración. 
El recolectar datos es necesario, toda vez que su designio no es calcular variables, lo que se 
pesquisa en el presente rumbo cualitativo es la elaboración de datos de indagación, de 
individuos, de escenarios, colectividades. La recolección tiene como propósito que se 
estudie y se conteste a las interrogantes de las entrevistas. (Hernández, Fernández y 
Baptista, 2014, p. 397) 
Es así como en la presente investigación se manejarán las siguientes técnicas: 
Análisis de fuente documental.  
Esta técnica se usará con la finalidad de recolectar información de fuentes secundarios, tal 
como documentales, textos, revistas, sentencias, normas legales, y demás que servirán 
como análisis en la actual exploración. 
Identificación de los Sujetos 
Tabla 1 
1. Representantes 2. Perfil académico  3. Nivel educativo 
En esta investigación se va a 
realizar las entrevistas a 
profesionales que tengan 
conocimiento en la materia 
sobre el procesal penal; 
 Abogados con 
especialidad en el ámbito 
penal y procesal penal. 
 
Para el progreso de las 
entrevistas, se tomará en 
cuenta el tiempo de 
práctica en el tema de penal 
y procesal penal, que 
desempeñan los 
profesionales. 
Para el procedimiento del 
trabajo de investigación, 
también se tendrá en cuenta el 
nivel educativo del 
profesional, además del grado 
de profesión que se encuentre. 
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Las entrevistas. 
Estas son técnicas, en la cual se recaudarán informaciones o datos, así lo señala Hernández, 
Fernández y Baptista (2014) que, estas están comprendidas por interrogantes y 
contestaciones con relación a un fondo, siendo herramientas para recoger datos 
cualitativos. 
La guía de entrevistas. 
Esta se usará y empleará a abogados especialistas en el tema y servirá para recoger 
información que ayudará a la presente investigación. 
Guía de análisis documental.  
Este instrumento contiene los análisis de las sentencias. 
Validez del Instrumento.   
Esta tiene la expectación de tantear la peculiaridad, en síntesis, es la deducción obtenida 
con afinidad a la habilidad, modo y gracia que asegura la medición.  
2.5. Procedimiento 
La presente investigación tiene un enfoque cualitativo y cuenta con un diseño teórico 
fundamentado, es de tipo básica cuyo propósito es obtener nueva información; se aplicó la 
guía de entrevistas a expertos en materia penal y procesal penal, entre ellos destacan 
abogados especializados en materia penal; así mismo se realizó la guía de análisis 
documental con fuentes jurisprudenciales, consecuentemente se realizó la discusión de 
resultados, teniendo en cuenta los trabajos previos, las entrevistas, el análisis documental y 
la postura de un autor. Todo esto con la finalidad de arribar a una conclusión que responda 
los objetivos planteados. 
2.6. Método de análisis de información   
En la actual averiguación se tuvo en cuenta varios métodos como: 
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El análisis interpretativo. 
En este se analiza la realidad, la existente realidad de poder recoger información en los 
trabajos anteriores. 
Análisis Hermenéuticos:  
El presente método nos ayuda a exponer normas legales, esto con la intención de poder 
poseer mucho más despejadas las normas jurídicas, que sabremos en el presente trabajo de 
investigación. 
Método inductivo.  
Este trabajo de investigación tiene el enfoque cualitativo y se instaura que es de un asunto 
inductivo, ya que inicia de ideas individuales a lo general.  
2.7. Aspectos éticos  
En esta investigación se tuvo en consideración las licencias reguladas, éticas legales y 
sociales en relación al problema estudiado. Cabe recalcar que en cuanto a la metodología 
científica se ha querido el camino cualitativo, el mismo que fue de mucha ayuda por la 
universidad. Por lo que, en la actual exploración se han manejado citas textuales, haciendo 
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III.RESULTADOS 
Análisis de los resultados 
En esta parte de la investigación se realiza la descripción de los resultados obtenidos con 
los instrumentos de recolección de datos, en donde se tuvo en cuenta los objetivos de la 
investigación y sus respectivas preguntas.  En ese sentido, seguidamente pasamos a 
describir los resultados obtenidos en la presente investigación.  
Descripción de las guías de entrevistas 
La guía de entrevista estuvo conformada por el objetivo general y los objetivos específicos 
uno y dos, y cada uno de ellos con 3, 2 y 3 preguntas respectivas. 
De las entrevistas realizadas en relación con el objetivo general, analizar cómo la Prisión 
Preventiva vulnera el Principio de Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de 
Investigación Preparatoria – 2018. 
Con relación al objetivo general se tuvo las siguientes preguntas: 
PREGUNTA N° 01.- ¿De qué manera considera usted que la Prisión Preventiva vulneraria 
el Principio de Presunción de Inocencia? 
Guevara (2019) señala que, la prisión preventiva es una figura procesal netamente 
instrumental, cuyo único fin es asegurar el éxito de un proceso, además de asegurar la 
presencia del imputado, que de ninguna manera se puede tomar como una pena anticipada, 
mucho menos tratar como culpable al imputado, por tanto, el principio de presunción de 
inocencia no tendría por qué ser vulnerado, ya que con el mandato de prisión preventiva 
solo se da de manera excepcional y siempre que se cumplan los cuatro preceptos señalados 
en el art. 268 del código procesal penal. En este sentido, considero que la vulneración del 
principio de presunción de inocencia seria efectivo si dentro de los fundamentos del 
mandato de prisión se determina el grado de culpabilidad del imputado y no se han 
motivado los preceptos exigidos por la ley.  
Por otro lado, Pineda (2019) hace mención que, la medida de prisión preventiva tiene como 
finalidad asegurar la presencia del imputado en el proceso, respetando los derechos 
fundamentales del mismo. Sin embargo, últimamente uno de los derechos más importantes 
de la persona, vale decir el de presunción de inocencia, se ha visto vulnerado en gran 
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medida al momento de aplicar esta medida de coerción personal, pues no ha tenido, el juez, 
el criterio correcto para emitir su resolución, este no ha motivado debidamente toda vez 
que en muchas ocasiones se ha medido la culpa, en vez de los presupuestos establecidos 
por el artículo 268º del C.P.P.    
Medina (2019) manifiesta que, el principio de presunción de inocencia se vulnera cuando 
la prisión preventiva es aplicada sin la debida motivación, esto respecto de la 
fundamentación y valoración de la prueba de los presupuestos procesales de la prisión 
preventiva, los mismos que están estipulados en el art. 268º de C.P.P. 
Asimismo, García (2019) indica que, porque con solo indicios mínimos pues no se puede 
corroborar la prueba, y al tratar como culpable a una persona sin sentencia condenatoria se 
vulnera la presunción de inocencia.  
Concha (2019) refiere que, el principio de presunción de inocencia es una garantía 
fundamental que impide que se trate como culpable a quien se le imputa un hecho punible 
hasta que se dicte sentencia firme que rompa su estado de inocencia y se le imponga una 
sanción, por otro lado, el acto y/o orden cautelar de prisión preventiva es excepcional y se 
mantiene ejecutándose hasta la sentencia, habiendo otras medidas más eficaces para el 
desarrollo del proceso.  
Díaz (2019) señala que, vulnera de manera directa, dado que la prisión preventiva esta 
aplicada erróneamente, con ello afecta la presunción de inocencia por motivos de esta 
medida cautelar personal se está otorgando de manera incorrecta por los jueces, con ello 
afecta a los imputados del hecho punible. 
Cipriano (2019) señala que, la finalidad de la prisión preventiva es instrumental, por lo 
tanto, si esta medida no es debidamente motivada, es decir respetando los presupuestos de 
la prisión tipificados en el código procesal penal, y además se pretende determinar de 
algún modo la culpabilidad o se trate como culpable al procesado, pues se estaría en 
evidencia la vulneración de la presunción de inocencia.  
Pomahuacre (2019) indica que, la prisión preventiva vulnera la presunción de inocencia 
cuando esta es desnaturalizada al momento de su aplicación, sin una debida motivación 
basada en el respeto de la razonabilidad y proporcionalidad que amerita tal medida, 
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tratando al procesado como culpable cuando este aun es amparado por el principio de 
presunción de inocencia y sin haber resolución que lo declare culpable.  
De los entrevistados, 5 señalan que la prisión preventiva vulnera la presunción de 
inocencia cuando se trata de determinar el grado de culpabilidad del imputado y no se han 
motivado los presupuestos establecidos por el art. 268 del código procesal penal, 2 de los 
entrevistados, por otra parte, indican que la presunción de inocencia se vulnera cuando la 
prisión preventiva es aplicada sin la debida motivación, esto sin la debida valoración de la 
prueba, y por otra parte 1 de ellos menciona que la presunción de inocencia es una garantía 
fundamental que impide que se trate como culpable a quien se le imputa un hecho punible.  
PREGUNTA N° 02. - ¿De los tres presupuestos de la prisión preventiva, tipificados en el 
art. 268 del código procesal penal, considera usted que el más importante es el peligro 
procesal? ¿Por qué? 
Guevara (2019) considera que, los presupuestos exigidos para dictar el mandato de prisión 
preventiva son necesarios que existan de manera simultánea, siendo todos igual de 
importantes y fundamental que se pruebe para meritar el mandato preventivo, ya que ante 
la falta de uno de ellos, no cabe dictar un mandato tan coactivo, como es la privación de la 
libertad, máxime si existen otras medidas menos lesivas como la restricción domiciliaria, 
por ejemplo. Y, si bien el peligro procesal constituye el verdadero sustento de la prisión 
preventiva, pues se pone en evidencia el peligro de fuga del imputado, además de la 
intención de este de obstaculizar la actividad de investigación del fiscal, con tan solo este 
presupuesto no basta para motivar un mandato de prisión.  
Pineda (2019) hace mención que, el peligro procesal o también llamado Periculum in 
mora, considera que sería el presupuesto más importante, toda vez que es pieza 
fundamental o la base de la prisión preventiva, sin embargo, considera necesario que, al 
tratarse de una medida de coerción lesiva, pues para ser aplicada al procesado, deberían 
configurarse los tres presupuestos por igual.  
Medina (2019) señala que, los tres presupuestos procesales son de mucha importancia, ya 
que al tratarse de una medida de coerción que restringe la libertad de la persona, pues esta 
al momento de su aplicación se debe determinar con el mayor cuidado, esto es respetando 
la presunción de inocencia, el debido proceso, etc.  
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García (2019) indica que, efectivamente, porque desarrolla no solo el peligro procesal, sino 
también el peligro de fuga o peligro de obstaculización. 
Del mismo modo Concha (2019) señala que, siempre deben configurarse los 3 elementos 
debidamente identificados y fundamentados, los elementos de convicción, los antecedentes 
o señales de peligro de fuga u obstaculización y el que la pena supere los 4 años de pena 
privativa de libertad. Que no puede haber solo 2 presupuestos o solo 1 porque si falta o no 
están debidamente probado estos presupuestos, pues el pedido de prisión preventiva no 
puede ser aplicado.  
Asimismo, Díaz (2019) considera que, si, porque el peligro procesal es un presupuesto 
muy importante porque afecta directamente al proceso penal y su finalidad, dado que la 
finalidad del proceso penal es una sentencia firme y debidamente motivada.  
Cipriano (2019) considera que, si bien es cierto el peligro procesal es parte importante de 
la prisión preventiva, pues para que esta sea aplicada son necesarios los tres presupuestos, 
por lo que todos estos al momento de aplicar esta medida de coerción personal son de igual 
importancia.  
Pomahuacre (2019) hace referencia que, los tres presupuestos de la prisión preventiva son 
importantes de manera equitativa, puesto que al ser la medida una de ultima ratio o 
excepcional, pues para su configuración ninguno de estos debe faltar, y que el grado de 
convicción tiene que ser elevado.  
De los entrevistados, 5 de ellos consideran que todos los requisitos exigidos por el código 
procesal penal, vale decir los graves y fundados elementos de convicción, la prognosis de 
pena y el peligro procesal, son de igual importancia, toda vez que se trata de una medida 
coactiva que restringe el derecho a la liberta personal, mientras que 3 de ellos mencionan 
que el peligro procesal es el presupuesto más importante, ya que es la base para aplicar la 
prisión preventiva.   
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PREGUNTA N° 03.- ¿Qué opinión tiene usted sobre la aplicación de la prisión preventiva 
como medida excepcional para asegurar el proceso penal? 
Guevara (2019) señala que, la prisión preventiva es un recurso procesal que siempre ha 
existido, incluso en el código de procedimientos penales, figura procesal que ha tomado 
mayor protagonismo con la implementación del nuevo código procesal penal, que por su 
inmediatez busca que el proceso tenga un futuro exitoso. Por lo que, considera que es 
correcto el carácter excepcional de esta medida, conforme las circunstancias del caso, la 
gravedad del delito, y el cumplimiento concatenado de los presupuestos procesales. 
Asimismo, considera que es muy importante la labor judicial al momento de meritar las 
pruebas que acrediten estos presupuestos exigidos, brindando las garantías del derecho a la 
defensa del imputado para realizar sus descargos y aportar pruebas que busquen demostrar, 
respecto de su situación, que no le corresponde una medida tan gravosa. Es por ello, que 
existe una audiencia antes de dictar el mandato de prisión preventiva, que busca garantizar 
la trasparencia y la debida motivación de estos mandatos de última ratio.  
La abogada Pineda (2019) hace referencia que, en gran medida la prisión preventiva es 
necesaria, a su parecer, esta al ser la excepción debe tratarse con el mayor cuidado y con el 
debido respeto a las garantías procesales y a los presupuestos establecidos por el código 
penal.  
Medina (2019) manifiesta que, la prisión preventiva como medida excepcional es viable, 
esto siempre que no sea desnaturalizado. Hoy en día, esta medida de ultima ratio, ha sido 
utilizada de manera indebida, pues se puede presumir que la inocencia de la persona está 
siendo mediada, y haciendo que los jueces dicten esta medida de coerción, vulnerando la 
presunción de inocencia y sin el debido respeto a una debida motivación en la resolución.  
García (2019) menciona que, es una medida adecuada, ya que lo que busca es asegurar la 
presencia del imputado en el proceso, a fin de que se pueda llegar a la averiguación de la 
verdad en tiempo razonable.  
Concha (2019) opina que, de aplicarse como medida excepcional para asegurar el 
desarrollo del proceso penal, habría menos internos en los penales sin ser sentenciados y 
que tienen que ser privados de su libertad, pero si esta medida se dicta para privar la 
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libertad de un aun no sentenciado, esto va a generar que los procesos no avancen, se 
detengan, y la medida de prisión preventiva pierda su efectividad.  
Díaz (2019) opina que, la aplicación de la prisión preventiva como medida personal, si 
asegura el proceso si se aplicaría adecuadamente con los presupuestos pertinentes y la no 
afectación del derecho de presunción.  
Cipriano (2019) opina que, esta medida de coerción en gran medida es buena para el 
proceso penal, siempre que se respete la excepcionalidad de la misma, y, además, esta sea 
debidamente motivada al momento de su aplicación.  
Pomahuacre (2019) indica que, la prisión preventiva es de mucha utilidad, siempre que se 
respete la excepcionalidad de la medida, y que se fundamenten de manera correcta la 
necesidad del porque debe ser aplicada, puesto que, existen otras medidas de coerción 
menos lesivas.  
Los entrevistados, 6 de ellos señalan que la medida de prisión preventiva es un recurso 
procesal de carácter excepcional y que es viable siempre que no se desnaturalice la misma 
y se fundamente de manera correcta, así también 1 de ellos considera que es adecuada, 
puesto que lo que busca es asegurar la presencia del imputado en el proceso, por otro lado 
1 de ellos considera que, es necesaria, y debe tratarse con el mayor cuidado y con el debido 
respeto a las garantías procesales y a los presupuestos establecidos por el art. 268º del 
código procesal penal. 
 De las entrevistas realizadas en relación con el objetivo específico 1, explicar de qué 
manera la indebida motivación de los jueces vulnera la Presunción de Inocencia como 
Regla de Tratamiento en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria – 2018. 
Con relación al objetivo específico 1 se tuvo las siguientes preguntas: 
PREGUNTA N° 04.- ¿De qué manera considera usted que la indebida motivación de los 
jueces al aplicar la medida de prisión preventiva vulnera la Presunción de Inocencia como 
Regla de Tratamiento? 
Guevara (2019) considera que, ante un mandato de prisión preventiva sin una debida 
motivación, donde no se hayan logrado recabar suficientes elementos de convicción o 
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indicios razonables que permitan argumentar la existencia de los presupuestos requeridos, 
evidentemente estaríamos frente a la vulneración de derechos a la defensa, a una tutela 
jurídica efectiva, y de ser el caso, que dentro de los fundamentos de este mandato, 
prácticamente se determine el grado de culpabilidad del imputado, pues si se estaría 
vulnerando la presunción de inocencia, que como bien se ha señalado es la regla en los 
juzgados, en conjunto con el principio indubio pro reo.  
Pineda (2019) señala que, una persona es considerada inocente mientras no se demuestre 
su culpabilidad mediante sentencia condenatoria, pero si en los casos de prisión preventiva 
se mide el grado de culpabilidad y no lo que el código establece, tal y como se puede 
observar en los últimos casos de corrupción a exmandatarios, pues estaríamos ante un claro 
escenario de violación del principio de presunción de inocencia. 
Medina (2019), por su lado considera que, la debida motivación de las resoluciones 
judiciales, al ser un derecho, pues este tiene que ser respetado, y al tratarse de una 
resolución de prisión se debe motivar bien la misma, de lo contrario se estaría vulnerando 
la presunción de inocencia, toda vez que como se ve hoy en día, pues en las últimas 
resoluciones dadas en os casos de corrupción, estas en su mayoría se han medido el grado 
de culpabilidad, lo que debió ser en otra etapa procesal.  
Garcia (2019) en tal sentido manifiesta que, la motivación de la resolución de la prisión 
preventiva es la base fundamental para decidir la presencia del imputado en un 
establecimiento penitenciario o en libertad, si se cumple o no los presupuestos de la prisión 
preventiva.  
Concha (2019) menciona que, la indebida motivación vulnera la presunción de inocencia, 
cuando hay en la resolución la inexistencia de motivación aparente, o una falta de 
motivación interna del razonamiento, o una motivación insuficiente o motivación 
incongruente, generando en el análisis del juez un atropello en agravio del principio de 
presunción de inocencia al no existir lógica jurídica y una falta de interpretación de la 
norma.  
Díaz (2019) considera que, de manera directa, por motivos de que el otorgamiento de esa 
medida personal no lo aplican adecuadamente, sin saber que perjudican al imputado, con 
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ello sabemos que el juez tiene el derecho de discrecionalidad, pero también tiene la 
responsabilidad extracontractual y subjetiva.  
Cipriano (2019) manifiesta que, vulnera cuando no se determina de manera correcta los 
presupuestos de la prisión preventiva, pero esencialmente cuando la determinación de la 
culpabilidad del imputado está de por medio.  
De su parte Pomahuacre (2019) considera que, la medida de prisión preventiva al no ser 
debidamente motivada va a generar que se vulnere la presunción de inocencia, por 
ejemplo, si se trata de determinar la culpabilidad del procesado, en el sentido que esto 
pertenece al juicio oral, es decir, otra etapa procesal, donde se determinará si el imputado 
es culpable o inocente mediante sentencia.  
De los entrevistados, 5 de ellos concuerdan que la presunción de inocencia como regla de 
tratamiento se vulnera cuando en los fundamentos del mandato de prisión preventiva se 
determine el grado de culpabilidad del imputado y no lo que el código procesal penal 
establece en su art. 268º, el mismo que se refiere a los presupuestos de la prisión 
preventiva, ya que esto se tiene que determinar en otra etapa del proceso, por otro lado 2 de 
ellos manifiesta que, la motivación de las resolución judicial de la prisión preventiva es la 
base fundamental para decidir la presencia del imputado, Asimismo 1 de ellos refiere que 
la indebida motivación vulnera la presunción de inocencia, cuando no hay una motivación 
aparente, a falta de una motivación interna del razonamiento, o una motivación 
insuficiente.  
PREGUNTA N° 05- ¿Cree usted que la motivación de las resoluciones de los jueces es la 
adecuada al momento de dictar la medida de prisión preventiva, o se vulnera la Presunción 
de Inocencia a falta de una debida motivación? ¿Por qué? 
Guevara (2019) señalan que, los juzgados de investigación preparatoria están obligados a 
dictar medidas de prisión preventiva debidamente motivadas, caso contrario carecería de 
fundamento, siendo posible la apelación, de ser el caso.  
Pineda (2019) refiere que, la debida motivación de las resoluciones judiciales es algo que 
el juez debe cumplir cabalmente, situación que hoy en día no se ve, toda vez que no se está 
cumpliendo con este derecho. En los procesos actuales el juez está resolviendo en base a 
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las máximas de la experiencia, señalando que la posible pertenencia a una organización 
criminal es factor suficiente para obstruir la justicia o para fugarse, esto sin tener los 
indicios o elementos de convicción suficientes al momento de resolver.   
Medina (2019) indica que, respecto de lo que se está viendo hoy en día, pues el derecho a 
la presunción de inocencia está siendo vulnerado a falta de una motivación adecuada, 
muchos de estos casos están siendo tratados con mucha presión mediática y social, pero el 
factor principal es que se está midiendo el grado de culpabilidad, situación que vulnera 
directamente la presunción de inocencia.  
Por otro lado, García (2019) indica que, la motivación de las resoluciones judiciales si es la 
adecuada, ya que tiene indicios razonables para dictar la prisión preventiva, sin vulnerar la 
presunción de inocencia.   
Asimismo, Concha (2019) señala que, siempre tiene que existir una lógica jurídica para 
generar una debida motivación al momento de dictar la medida de prisión preventiva.  
Díaz (2019) señala que, si, dado que las resoluciones sobre la medida preventiva son 
aplicadas erróneamente, por el motivo que los presupuestos no son objetivos y ambiguos.  
Cipriano (2019) opina que, actualmente se está vulnerando la presunción de inocencia, 
pues no se están motivando de manera correcta las resoluciones judiciales de prisión 
preventiva y no se está dando el debido trato al imputado.  
Por su parte Pomahuacre (2019) menciona que, no hay una debida motivación de las 
resoluciones judiciales de prisión preventiva, ya que hoy en día se ve como los jueces, a su 
criterio, ya sea por la presión social o por desconocimiento, no están valorando los medios 
de prueba de manera correcta, violentando así la presunción de inocencia y demás derechos 
fundamentales de las personas, como el derecho de defensa, a un debido proceso, a la 
tutela jurisdiccional efectiva, etc.  
De los entrevistados, 5 de ellos consideran que la presunción de inocencia está siendo 
vulnerada a falta de una debida motivación, ya que actualmente se está resolviendo en base 
a las máximas de la experiencia, además de que se mide el grado de culpabilidad y no están 
valorando los medios probatorios de manera correcta, del mismo modo 1 de ellos 
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menciona que los jueces están obligados a dictar medidas de prisión preventiva 
debidamente motivadas o sino carecería de fundamento, asimismo 1 de ellos señala que 
tiene que haber lógica jurídica para generar esta, y por otra lado 1 de los entrevistados  
indica que la motivación de las resoluciones judiciales si es la adecuada, ya que tiene 
indicios razonables para dictar dicha medida.  
De las entrevistas realizadas en relación con el objetivo específico 2, Determinar de qué 
manera el criterio de los jueces vulnera la presunción de inocencia como regla probatoria 
en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria – 2018. 
Con relación al objetivo específico 2 se tuvo las siguientes preguntas: 
PREGUNTA N° 06.- ¿De qué manera considera usted que el criterio flexible de los jueces 
vulnera la presunción de inocencia como regla probatoria? 
Guevara (2019) manifiesta que, actualmente, los jueces han dictado medidas preventivas, 
usándolo como recursos para asegurar la condena del imputado, distorsionando la 
naturaleza de esta figura procesal, ya que su fin es netamente instrumental y no de anticipar 
la pena. Es por ello, que las Resoluciones de mandato de prisión preventiva han quedado 
sin efecto en instancias superiores, dado que los jueces están flexibilizando sus criterios de 
probanza, convirtiendo la excepción en regla. Lo que considera que estaría vulnerando no 
solo la presunción de inocencia del imputado, sino también el proceso en sí, ya que más 
que la prueba, se toma las máximas de la experiencia judicial.  
Asimismo, Pineda (2019) considera que, para que un juez resuelva un pedido de prisión 
preventiva, este lo tiene que hacer en base al principio de razonabilidad y 
proporcionalidad, y en base a un criterio lógico, fundando el mismo por las máximas de la 
experiencia, pero con pruebas consistentes y que den credibilidad a dichos supuestos. Sin 
embargo, hoy en día el criterio de probanza del juez ha sido flexibilizado, toda vez que este 
ha argumentado supuestos con supuestos, vulnerando la presunción de inocencia, el debido 
proceso, la tutela jurisdiccional efectiva, la debida motivación de resoluciones judiciales, 
etc.  
Medina (2019) considera que, hoy en día se han visto casos mediáticos que en gran medida 
han conllevado a un pedido de prisión preventiva. Sin embargo, al momento de valorar las 
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pruebas, los jueces han sido flexibles en su criterio de probanza y al momento de motivar 
sus resoluciones. Esto ha traído como consecuencia que el tribunal constitucional se 
pronuncie en muchas oportunidades, dejando sin efecto muchas de estas resoluciones.  
García (2019) considera que, la prueba es indispensable para dar credibilidad a una posible 
resolución u orden de prisión preventiva, por lo que, si el juez es flexible al momento de 
valorar la prueba y no motiva adecuadamente la resolución se vulnera la presunción de 
inocencia.  
Díaz (2019) indica que, afecta de manera directa por motivo que los jueces usando este 
criterio de flexibilidad, usan su experiencia laboral y no utilizan la norma.  
Cipriano (2019) considera que, el criterio de los jueces al momento de resolver es 
sumamente importante, pues las máximas de la experiencia sirven en gran medida siempre 
y cuando favorezca al imputado, sin embargo, hoy en día la prueba no ha sido debidamente 
valorada, flexibilizando así su criterio y vulnerando este principio de la presunción de 
inocencia.  
Pomahuacre (2019) señala que, este se ha visto reflejado en el sentido que los jueces al 
momento de resolver la medida de prisión preventiva no han valorado debidamente la 
prueba, siendo esta última, una pieza fundamental para dar mayor credibilidad a la 
aplicación de tal medida.  
De los entrevistados, todos coinciden que se ha distorsionado la naturaleza de esta figura 
procesal, ya que su fin es netamente instrumental y no de anticipar la pena, así también 
hacen mención que hoy en día los jueces están flexibilizando sus criterios de probanza, 
vulnerando así la presunción de inocencia, menciona también que no han valorado 
debidamente la prueba, siendo esta una pieza fundamental para dar mayor credibilidad.  
PREGUNTA N° 07.- ¿De acuerdo a los criterios que utiliza el juez, vale decir 
proporcionalidad y razonabilidad, considera usted que es suficiente la sola sindicación del 
testigo protegido o del aspirante a colaborador eficaz para que el juez dicte prisión 
preventiva a una persona? ¿Por qué? 
- 42 - 
 
Guevara (2019) señala que, no es suficiente, porque la motivación implica un conjunto de 
indicios que generen elementos graves y fundados de convicción en el juez, esto es que 
exista peritajes, declaraciones, pruebas documentales, entre otras que evidencien la 
ocurrencia de un hecho delictivo, que presuman la sindicación del imputado bajo los 
criterios de credibilidad conforme al acuerdo plenario N.º 02 – 2005, ello con el fin de 
comprobar el peligro procesal, que la pena sea mayor a 4 años y que existan elementos que 
indiquen la concurrencia de un hecho delictivo.  
De la misma manera Pineda (2019) refiere que, no es suficiente, pues la prisión preventiva 
es una medida de coerción que limita el derecho a la libertad personal, por lo tanto, para su 
aplicación, también tiene que haber pruebas suficientes que acrediten lo dicho tanto por el 
testigo como por el colaborador eficaz.  
Asimismo, Medina (2019) considera que, no es suficiente, puesto que esta tiene que ir 
acompañada de medios probatorios que den credibilidad a lo dicho por un testigo, y más 
aún si se trata de una medida lesiva, como lo es la prisión preventiva.  
García (2019) señala que, no es suficiente, ya que la prueba para corroborar estas 
manifestaciones es esencial.  
Concha (2019) señala que, esto no es suficiente, porque tiene que cumplirse lo previsto en 
el art. 268º, 269º y 270º, estos dos últimos correspondientes al peligro de fuga y peligro de 
obstaculización, del código procesal penal.  
Díaz (2019) manifiesta, no estar de acuerdo, porque la utilización del juez sobre el tema 
del colaborador eficaz, no por el solo motivo que tenga esa persona, pongan u otorguen la 
medida personal de la prisión preventiva.  
Cipriano (2019) considera que, no es suficiente, ya que se tiene que considerar y valorar 
los medios probatorios para dar credibilidad a lo dicho por el testigo o el colaborador 
eficaz.  
Pomahuacre (2019) considera que, la sola sindicación de un testigo o colaborador eficaz no 
tiene valor probatorio suficiente, ya que sus declaraciones tienen que estar acompañados de 
diferentes pruebas que acrediten lo dicho por estos.  
- 43 - 
 
De los entrevistados, todos consideran que la sola sindicación de un testigo protegido o de 
un aspirante a colaborador eficaz, no es suficiente para dictar la medida de prisión 
preventiva, puesto que la motivación implica un conjunto de indicios que generen 
elementos graves y fundados de convicción en el juez, bajo malos criterios de credibilidad 
conforme al acuerdo plenario Nº02 – 2005, además mencionan que no es suficiente porque 
tiene que cumplirse con lo previsto en el art. 268, 269º y 270º, correspondientes al peligro 
de fuga y obstaculización, del código procesal penal, asimismo consideran que la sola 
manifestación del testigo no tiene valor probatorio.  
PREGUNTA N° 08.- En su opinión, frente a la problemática actual. ¿Cuáles serían las 
posibles soluciones, desde su punto de vista jurídico? 
Guevara (2019) considera que, la capacitación tanto de jueces y fiscales a efectos de 
brindar el uso adecuado de los recursos procesales, dado que, si bien la prisión preventiva 
resulta ser una garantía procesal, esta es la excepcional, debiendo evitarse la costumbre 
inquisitiva de los jueces al adelantar criterio frente a la ocurrencia del hecho y su autoría. 
Así también, diferenciar los fines procesales de la probanza material del delito y entender 
que la prisión preventiva no debe ser desnaturalizada para adelantar una pena, sino que 
debe ser usada para lo que se creó, asegurar el éxito del proceso ante el peligro procesal de 
fuga u obstaculización de justicia en casos donde amerite su aplicación.  
Pineda (2019), manifiesta que, en primer lugar, se deben capacitar jueces y fiscales, y que 
si aun así hacen de la prisión preventiva un instrumento inquisidor, este es sin respetar las 
garantías que el nuevo código establece, pues estos deberían recibir sanciones drásticas.  
Concha (2019) indica que, las soluciones para evitar que se vulnere el principio de 
presunción de inocencia por parte de la prisión preventiva es que esta sea ordenada de 
forma excepcional como parte de una variedad de medidas temporales a escoger y 
figurándola de que es la única medida para que el proceso avance, se desarrolle hasta la 
certeza jurídica contenida y consentida en una audiencia por las partes.  
Medina (2019) menciona que, desde su punto de vista considera que los jueces deben ser 
capacitados con frecuencia, pues muchos de ellos vienen del sistema inquisidor, esto es del 
código de procedimientos penales. Y al tratarse del actual código procesal penal, pues no 
está siendo bien aplicada esta medida de coerción. Así también, se deberían aplicar 
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sanciones drásticas a jueces y fiscales que tomen la ligera dicha medida y que se analicen 
públicamente dichas Resoluciones.  
García (2019) opina que, se deben castigar severamente a los jueces que no motiven de 
manera correcta sus resoluciones, ya que se está en juego la libertad y la integridad del 
procesado.  
Díaz (2019) señala que, una de las posibles soluciones es la sanción de responsabilidad por 
la mala aplicación de la prisión preventiva para los operadores de justicia. Asimismo, la 
prevención con capacitaciones adecuadas para los operadores de justicia.  
Cipriano (2019) opina que, frente al actual problema que se ha dado respecto a las 
prisiones preventivas a exmandatarios y a los casos emblemáticos, considera que se tiene 
que sancionar de manera estricta a los jueces que envían a prisión a personas, esto sin 
motivar adecuadamente sus resoluciones, además de capacitarlos constantemente.  
Pomahuacre (2019) manifiesta que, los jueces tienen que ser capacitados en base a la 
garantía del nuevo código procesal penal, así el problema de la motivación en sus 
resoluciones y por lo tanto sus criterios al momento de resolver serian garantistas a los 
derechos de las personas.   
De los entrevistados, 7 de ellos consideran que debe haber más capacitaciones para jueces 
y fiscales, esto para diferenciar los fines procesales de la probanza material del delito y 
entender que la prisión preventiva no debe ser desnaturalizada para adelantar una pena, 
respetando las garantías que el nuevo código procesal penal establece, así también 
consideraron sancionar drásticamente a los jueces que no fundamentes debidamente sus 
resoluciones, por otra parte 1 de ellos menciona que la prisión preventiva sea ordenada de 
forma excepcional como parte de una variedad de medidas temporales a escoger y 
figurándola de que es la medida para que el proceso avance.  
Resultado del Análisis documental 
El Objetivo general es, Analizar cómo la Prisión Preventiva vulnera el Principio de 
Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018. 
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Fuente: El día 26 de abril de 2018, el pleno del Tribunal Constitucional emite sentencia 
respecto de los expedientes números 04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC 
(Acumulado), en lo que concierne a los procesados Ollanta Moisés Humala Taso y Nadine 
Heredia Alarcón, los mismos que hasta esa fecha se encontraban cumpliendo mandato de 
prisión preventiva. El tribunal decidió por mayoría revocar la orden de prisión preventiva 
de los procesados en mención, cuyos votos que declaran fundado el habeas corpus fueron 
de los magistrados Ernesto Blume, Augusto Ferrero, Carlos Ramos Núñez y Eloy Espinosa 
Saldaña, los mismos que en el considerando 35 de la sentencia señalan, que “En reiterada 
jurisprudencia se ha precisado que la prisión preventiva se justifica siempre y cuando 
existan motivos razonables y proporcionales para su dictado (Sentencia 04163-2014-
PHC/TC, fundamento 8, Sentencia 02386-2014-PHC/TC, fundamento 8, Sentencia 06099-
2014-PHC/TC, fundamento 5. Este criterio ha sido reiterado en Auto 02163-2014-
PHC/TC, considerando 3, Auto 02240-2014- PHC/TC, considerando 4, entre otras). En ese 
sentido, la resolución judicial firme que decreta la prisión preventiva debe cumplir con la 
exigencia de la debida motivación de las resoluciones judiciales, en la que se pueda 
verificar en forma clara y fundándose en evidencias sólidas cuáles son las razones que 
llevaron a su dictado (Cfr. Sentencia 01951-2010-PHC/TC, fundamento 5, Sentencia 
01680- 2009-HC, fundamento 21)”. (2018, pag.11) 
Análisis: Con dicha sentencia, queda demostrado que para dictar una medida de prisión 
preventiva tiene que estar debidamente motivada, y con el debido respeto al principio de 
razonabilidad y proporcionalidad, los cuales son la base para la debida aplicación de la 
misma, la que debe ser clara y fundamentada en pruebas sólidas. Caso contrario se estaría 
en un escenario en donde se vulneraria la presunción de inocencia, así como otros derechos 
fundamentales que el procesado tiene. Así también, la exigencia de la motivación de la 
medida de prisión preventiva debe ser sumamente estricta, en donde se podrá ver si el juez 
ha actuado conforme a la naturaleza excepcional y proporcional de dicha medida, limitada 
por los principios de presunción de inocencia, legalidad, necesidad y proporcionalidad. 
Se llega a la conclusión, que con dicha sentencia ha quedado demostrado que las 
resoluciones judiciales de prisión preventiva no están debidamente motivadas, utilizando 
así esta medida de coerción como la regla, y no como la excepción, a pesar de que el 
Tribunal Constitucional se ha pronunciado en reiteradas ocasiones respecto de este tema, 
por lo que se refleja claramente que los jueces están flexibilizando su criterio de probanza. 
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Así también, se está vulnerando el principio de presunción de inocencia, el mismo que está 
consagrado en la Constitución Política del Estado, y que hoy en día muchos jueces pasan 
por alto al momento de aplicar la prisión preventiva. 
Objetivo específico 1. 
Explicar de qué manera la indebida motivación de los jueces vulnera la Presunción de 
Inocencia como Regla de Tratamiento en los Juzgados Nacionales de Investigación 
Preparatoria, 2018. 
Fuente: Asimismo, el pleno del Tribunal Constitucional en la misma sentencia emitida el 
26 de abril del 2018, respecto de los expedientes números 04780-2017-PHC/TC y 00502-
2018-PHC/TC (Acumulado), concerniente a los procesados Ollanta Moisés Humala Taso y 
Nadine Heredia Alarcón, decidió por mayoría revocar la orden de prisión preventiva de los 
procesados en mención, cuyos votos que declaran fundado el habeas corpus fueron de los 
magistrados Ernesto Blume, Augusto Ferrero, Carlos Ramos Núñez y Eloy Espinosa 
Saldaña, los mismos que en el considerando 123 de la sentencia señalan que, “Dado que en 
el caso de los procesados Humala Tasso y Heredia Alarcón, todos los argumentos 
concernidos con el peligro procesal que fueron utilizados por el Juez y la Sala para 
justificar el mandato de prisión preventiva en su contra, han sido considerados 
inconstitucionales, la presunta pertenencia a una organización criminal, por ser un criterio 
de orden punitivo y no procesal, no podría ser una razón en sí misma suficiente para 
justificarlo, a menos que se sumen elementos que permitan presumir, razonablemente, el 
incremento del peligro procesal (dar cuenta de la compra de pasajes aéreos en fecha 
próxima para justificar la existencia de un peligro de fuga; o, dar cuenta de que el 
investigado ocupó un cargo importante y tuvo acceso a una esfera de poder que permitiría 
el ocultamiento o desaparición de pruebas, a fin de justificar un peligro de obstrucción 
probatoria), lo que en el presente caso no ha sucedido”. (2018, pág. 36). 
Análisis: Sobre esta clase de valoraciones judiciales, es trascendental decir que, como 
resultado de la existente coyuntura social, la misma que tiene desconfianza en la autoridad, 
esto por los casos de corrupción vistos últimamente, el país en forma general tiene una 
actitud de sospecha sobre quien ejerce una función o cargo público. Por lo tanto, ha 
quedado demostrado con las últimas resoluciones judiciales de mandato de prisión 
preventiva emitidas por los jueces, que con la sola presunción se dicta esta medida, es decir 
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que solo basta que exista la sospecha de pertenencia a una organización criminal para que 
el imputado lleve el proceso en prisión, sin tomar en cuenta las pruebas presentadas por 
estos, y las cuales demuestran que no es necesaria dicha medida. Habiendo dicho esto, 
queda demostrado, además, que se vulnera el principio de presunción de inocencia, el 
principio de razonabilidad, proporcionalidad, y por último que no hay una debida 
motivación de las resoluciones judiciales, toda vez que, en estos últimos casos 
controversiales, los jueces, se han enfocado en determinar el grado de culpabilidad del 
procesado, en lugar de valorar de manera correcta, proporcional y razonablemente los 
presupuestos de la prisión preventiva. 
Esta sentencia del tribunal constitucional nos demuestra que la motivación de las 
resoluciones de los jueces al momento de dictar la medida de prisión preventiva no es la 
adecuada, vulnerando los principios y derechos fundamentales de los procesados, toda vez 
que se está desnaturalizando esta medida de coerción personal, esto al medir el grado de 
culpabilidad en lugar de los presupuestos que exige el código para la aplicación de la 
misma.   
Objetivo específico 2. 
Determinar de qué manera el criterio de los jueces vulnera la presunción de inocencia 
como regla Probatoria en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018. 
Fuente: El Tribunal Constitucional en esta sentencia emitida el 26 de abril del 2018, 
respecto de los expedientes números 04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC 
(Acumulado), concerniente a los procesados Ollanta Moisés Humala Taso y Nadine 
Heredia Alarcón, cuyos votos que declaran fundado el habeas corpus fueron de los 
magistrados Ernesto Blume, Augusto Ferrero, Carlos Ramos Núñez y Eloy Espinosa 
Saldaña, señalan: 
En el considerando 98, que “como bien ha señalado la Corte Interamericana, una 
resolución judicial que intente entenderse como justamente motivada para restringir la 
libertad del individuo "tiene que estar fundada en hechos específicos (...) esto es, no en 
meras conjeturas" (Cfr. Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez v. Ecuador, 
Sentencia de 21 de noviembre de 2007, párr. 103). Es decir, el riesgo de perturbación de la 
actividad probatoria o de fuga puede ser definitivamente una presunción, pero tratándose 
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de limitar la libertad personal, resulta constitucionalmente inadmisible que también lo sea 
el elemento de juicio en que se pretenda sustentar”. (2018, pág. 30) 
Así también en el considerando 99 señalan que “en buena medida es lo que establece el 
artículo 281 del Código Procesal Civil, supletoriamente aplicable al proceso penal, cuando, 
al referirse a las presunciones judiciales, implanta que el razonamiento lógico-crítico del 
Juez, apoyado en pautas de práctica o en sus sapiencias y a partir del presupuesto 
apropiadamente conocido en el proceso, ayuda a instaurar convencimiento en conexión al 
hecho indagado. Lo que en buena cuenta quiere decir, que cabe la presunción judicial, pero 
solo en base a un elemento debidamente acreditado, no en base a otro hecho presunto”. 
(2018, pág. 30-31) 
Concluyendo en el considerando 100 que, “por estas razones, el Tribunal Constitucional 
considera violatorio del derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales y a la 
libertad personal que la Sala haya admitido como elemento de juicio para suponer el riesgo 
de disturbio de la actividad probatoria en el caso del imputado Ollanta Humala, la pruebas 
que no habían sido legalmente incorporadas al proceso y que solo permitían sospechar, una 
influencia en testigos en un proceso anterior, pero en modo alguno permiten acreditar una 
conducta anterior en los mismos términos”. (2018, pág. 31) 
Análisis: En el precepto anterior, se hace referencia a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales, en el sentido que esta es suficiente para limitar el derecho a la 
libertad personal, teniendo que estar sustentada en situaciones específicas, mas no en 
presunciones. Así también, hace referencia a que el artículo 281 del C.P.C. se aplica al 
proceso penal de manera supletoria, en donde bajo el criterio del juez y por las máximas de 
la experiencia, esto cuando nos referimos a la presunción judicial, pues este puede aportar 
y establecer su convicción en los hechos investigados, pero siempre y cuando estos estén 
debidamente autorizados en el proceso penal. Por lo que, el criterio del juez tiene que estar 
direccionado por el principio de razonabilidad y proporcionalidad, para que así no vulnere 
el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, y por tanto al debido 
proceso en sí.  
Muchas veces, al momento de dictar mandato de prisión preventiva, el criterio del juez no 
es suficientemente asertivo, toda vez que como se puede observar en el presente caso, el 
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solo hecho de aceptar una prueba que no había sido integrada de manera correcta al 
proceso, y que además solo permitían suposiciones, pues vulnera el derecho  la debida 
motivación de las resoluciones judiciales, y a la libertad personal de manera directa, así 
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IV.DISCUSIÓN 
En esta sección de la investigación nos limitaremos a hacer una breve discusión, 
esencialmente una contrastación entre los resultados obtenidos con los instrumentos de 
recolección de datos con los antecedentes de la investigación y las teorías de la 
investigación.  
Para este capítulo se dispuso a considerar los resultados obtenidos en los trabajos previos, 
los conceptos teóricos del marco teórico, las entrevistas realizadas y el análisis de 
Informes, de derecho comparado y jurisprudencial, analizados en el presente trabajo de 
investigación, de la siguiente forma: 
 
El objetivo general de la presente investigación es analizar cómo la Prisión Preventiva 
vulnera el Principio de Presunción de Inocencia en los Juzgados Nacionales de 
Investigación Preparatoria, 2018. 
De los entrevistados, la mayoría señalan que la prisión preventiva vulnera la presunción de 
inocencia cuando se trata de determinar el grado de culpabilidad del imputado y no se han 
motivado los presupuestos de la prisión preventiva exigidos por el código procesal penal, 
es decir los graves y fundados elementos de convicción, la prognosis de pena y el peligro 
procesal, algunos de los entrevistados, por otra parte, indican que la presunción de 
inocencia se vulnera cuando la prisión preventiva es aplicada sin la debida motivación o 
valoración de la prueba, y por otra parte la minoría de ellos menciona que la presunción de 
inocencia es una garantía fundamental que impide que se trate como culpable a quien se le 
imputa un hecho punible.  
De los entrevistados, la mayoría de ellos consideran que todos los requisitos exigidos por 
el código procesal penal, vale decir los graves y fundados elementos de convicción, la 
prognosis de pena y el peligro procesal, son de igual importancia, toda vez que se trata de 
una medida coactiva que restringe el derecho a la liberta personal, mientras que la minoría 
de ellos mencionan que el peligro procesal es el presupuesto más importante, ya que es la 
base para aplicar la prisión preventiva.  
Los entrevistados, la mayoría de ellos señalan que la medida de prisión preventiva es un 
recurso procesal de carácter excepcional y que es viable siempre que no se desnaturalice la 
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misma y se fundamente de manera correcta, así también se considera que es adecuada, 
puesto que lo que busca es asegurar la presencia del imputado en el proceso, por otro lado 
se considera que, es necesaria, y debe tratarse con el mayor cuidado y con el debido 
respeto a las garantías procesales. 
De los entrevistados, la mayoría señalan que la prisión preventiva vulnera la presunción de 
inocencia cuando se trata de determinar el grado de culpabilidad del imputado y no se han 
motivado los presupuestos de la prisión preventiva establecidos en el código procesal 
penal, vale decir los graves y fundados elementos de convicción, la prognosis de pena y el 
peligro procesal, este último hace referencia al peligro de fuga y al peligro de 
obstaculización. Asimismo la mayoría de estos consideran que todos los requisitos 
exigidos por el código procesal penal son de igual importancia, ya que está de por medio el 
derecho a la libertad personal. Y  por último que la medida de prisión preventiva es un 
recurso procesal de carácter excepcional y que es viable siempre que no se desnaturalice la 
misma y se fundamente de manera correcta. 
En lo que concerniente con la discusión del Análisis de fuente documental, el pleno del 
Tribunal Constitucional emite sentencia respecto de los expedientes números 04780-2017-
PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC, en el caso, Ollanta Moisés Humala Taso y Nadine 
Heredia Alarcón, resolviendo por mayoría revocar la orden de prisión preventiva de los 
procesados en mención, cuyos votos que declaran fundado el habeas corpus fueron de los 
magistrados Ernesto Blume, Augusto Ferrero, Carlos Ramos Núñez y Eloy Espinosa 
Saldaña, los mismos que en el considerando 35 de la sentencia señalan que, la resolución 
judicial firme que decreta la prisión preventiva debe cumplir con la exigencia de la debida 
motivación de las resoluciones judiciales, en la que se pueda verificar en forma clara y 
fundándose en evidencias sólidas cuáles son las razones que llevaron a su dictado (Cfr. 
Sentencia 01951-2010-PHC/TC, fundamento 5, Sentencia 01680- 2009-HC, fundamento 
21)”. (2018, pag.11) 
Con los resultados obtenidos en la presenta investigación queda demostrado que la 
presunción de inocencia es vulnerada por una indebida motivación de las resoluciones 
judiciales y por el mal criterio de los jueces al momento de valorar la prueba, esto respecto 
de los presupuestos de la prisión preventiva, en consecuencia dicho resultado es similar a 
la postura sustentada por los siguientes autores: 
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Serrano (2015), en su trabajo de tesis titulada “La Prisión Preventiva Judicial y la 
Vulneración del derecho de Presunción de Inocencia del Investigado en el distrito de Padre 
Abad, Ucayali, 2014-2015”, llego a la conclusión principal señalando que la Prisión 
Preventiva Judicial antes de haber una sentencia firme es inconstitucional ya que recae 
como culpable la posición del imputado cuando debería predominar la Presunción de 
Inocencia. 
Velarde y Alvarado (2018), en su trabajo titulado “La incorrecta Aplicación de la prisión 
preventiva, en su afectación a la Presunción de Inocencia”, el problema encontrado fue que 
dentro de las facultades que tiene el titular del órgano jurisdiccional de competencia en lo 
penal, está la de dictar la medida de prisión preventiva, y cuyo acto al no ser analizado con 
anterioridad y no verificar el cumplimiento de los requisitos para aplicarla, vulneraria el 
derecho constitucional a la presunción de inocencia. 
En consecuencia, los resultados actuales señalan que la presunción de inocencia se vulnera 
a falta de la debida motivación de las resoluciones judiciales y por el mal criterio de los 
operadores de justicia, resultado que tiene semejanza con lo que en la realidad se está 
viendo.  
El objetivo específico 1 de la presente investigación es explicar de qué manera la indebida 
motivación de los jueces vulnera la Presunción de Inocencia como Regla de Tratamiento 
en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018. 
Ante este Objetivo específico 1, se planteó el Supuesto Especifico 1: Por una indebida 
motivación de los jueces al aplicar la prisión preventiva, se vulnera la presunción de 
inocencia como regla de tratamiento en los Juzgados Nacionales de Investigación 
Preparatoria, 2018. 
De los entrevistados, la mayoría de ellos concuerdan que la presunción de inocencia como 
regla de tratamiento se vulnera cuando en los fundamentos del mandato de prisión 
preventiva se determine el grado de culpabilidad del imputado y no lo que el código 
procesal penal establece referente a los presupuestos de la prisión preventiva, graves y 
fundados elementos de convicción, prognosis de pena y peligro procesal, ya que esto se 
tiene que determinar en otra etapa del proceso, por otro lado un entrevistado que, la 
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motivación de las resolución judicial de la prisión preventiva es la base fundamental para 
decidir la presencia del imputado.   
De los entrevistados, la mayoría de ellos consideran que la presunción de inocencia está 
siendo vulnerada a falta de una debida motivación, ya que actualmente se está resolviendo 
en base a las máximas de la experiencia, además de que se mide el grado de culpabilidad y 
no están valorando los medios probatorios de manera correcta, por otro lado, la minoría 
señala que, los jueces están obligados a dictar medidas de prisión preventiva debidamente 
motivadas o sino carecería de fundamento, asimismo que tiene que haber lógica jurídica 
para generar esta, y que la motivación de las resoluciones judiciales si es la adecuada, ya 
que tiene indicios razonables para dictar dicha medida.  
De los entrevistados, la mayoría señalan que la presunción de inocencia como regla de 
tratamiento se vulnera cuando en los fundamentos del mandato de prisión preventiva se 
determine el grado de culpabilidad del imputado y no lo que el código procesal penal 
establece, el mismo que se refiere a los presupuestos de la prisión preventiva, ya que esto 
se tiene que determinar en otra etapa del proceso. Asimismo, la mayoría consideran que la 
presunción de inocencia está siendo vulnerada a falta de una debida motivación, ya que se 
está resolviendo en base a las máximas de la experiencia de una manera incorrecta, además 
de que se mide el grado de culpabilidad y no están valorando los medios probatorios de 
manera correcta. 
Con respecto a la discusión del Análisis de fuente documental, el pleno del Tribunal 
Constitucional en la misma sentencia emitida el 26 de abril del 2018, respecto de los 
expedientes números 04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC, en el considerando 
123 de la sentencia señalan que, “Dado que en el caso de los procesados Humala Tasso y 
Heredia Alarcón, todos los argumentos concernidos con el peligro procesal que fueron 
utilizados por el Juez y la Sala para justificar el mandato de prisión preventiva en su 
contra, han sido considerados inconstitucionales, toda vez que la presunta pertenencia a 
una organización criminal, por ser un criterio de orden punitivo y no procesal, no podría 
ser una razón en sí misma suficiente para justificarlo, a menos que se sumen elementos que 
permitan presumir, de manera razonable, el incremento del peligro procesal, lo que en el 
caso en mención no ha sucedido”. (2018, pág. 36). 
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Con la presente sentencia del tribunal constitucional se llega al resultado y nos queda 
demostrado que la motivación de las resoluciones de los jueces al momento de dictar la 
medida de prisión preventiva no es la adecuada, vulnerando los principios y derechos 
fundamentales de los procesados, toda vez que se está desnaturalizando esta medida de 
coerción personal, esto al medir el grado de culpabilidad en lugar de los presupuestos que 
exige el código para la aplicación de la misma.   
Con los resultados obtenidos en la presenta investigación queda demostrado que, por la 
indebida motivación de los jueces se estaría vulnerando la presunción de inocencia como 
regla de tratamiento, pues en muchos casos se está determinando la culpabilidad del 
imputado en lugar de valorar lo estipulado por el código procesal penal en su artículo 268º, 
en consecuencia dicho resultado es similar a la postura sustentada por el siguiente autor: 
Medina (2017), en su tesis titulada “La medida restrictiva de prisión preventiva y su 
influencia en la presunción de inocencia de los procesados en el distrito Judicial de Lima 
Norte, periodo 2017”, llegó a la conclusión en la investigación realizada que los 
magistrados de la Corte de Lima Norte emplearon la medida de prisión preventiva de 
manera inadecuada, precipitada y sin un sustento firme, lo que ha vulnerado la presunción 
de inocencia de los investigados.  
En consecuencia, los resultados actuales señalan que la presunción de inocencia se vulnera 
debido a la indebida motivación de las resoluciones judiciales, pues en los fundamentos del 
mandato de prisión preventiva se mide el grado de culpabilidad, lo cual corresponde a otra 
etapa del proceso penal, situación que se da en semejanza a la teoría.  
El objetivo específico 2 de la presente investigación es determinar de qué manera el 
criterio de los jueces vulnera la presunción de inocencia como regla Probatoria en los 
Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018. 
Ante este Objetivo específico 2, se planteó el Supuesto Especifico 2: Por el criterio flexible 
de los jueces al aplicar la prisión preventiva, se vulnera la presunción de inocencia como 
regla Probatoria en los Juzgados Nacionales de Investigación Preparatoria, 2018.  
De los entrevistados, todos coinciden que se ha distorsionado la naturaleza de esta figura 
procesal, ya que su fin es netamente instrumental y no de anticipar la pena, así también 
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hacen mención que hoy en día los jueces están flexibilizando sus criterios de probanza, 
vulnerando así la presunción de inocencia, menciona también que no han valorado 
debidamente la prueba, siendo esta una pieza fundamental para dar mayor credibilidad. 
De los entrevistados, todos consideran que la sola sindicación de un testigo protegido o de 
un aspirante a colaborador eficaz, no es suficiente para dictar la medida de prisión 
preventiva, puesto que la motivación implica un conjunto de indicios que generen 
elementos graves y fundados de convicción en el juez, bajo malos criterios de credibilidad 
conforme al acuerdo plenario Nº02 – 2005, además mencionan que no es suficiente porque 
tiene que cumplirse con lo previsto en el art. 268, 269º y 270º, correspondientes al peligro 
de fuga y obstaculización, del código procesal penal, asimismo consideran que la sola 
manifestación del testigo no tiene valor probatorio.  
De los entrevistados, la mayoría de ellos consideran que debe haber más capacitaciones 
para jueces y fiscales, esto para diferenciar los fines procesales de la probanza material del 
delito y entender que la prisión preventiva no debe ser desnaturalizada para adelantar una 
pena, respetando las garantías que el nuevo código procesal penal establece, por otra parte 
la minoría menciona que la prisión preventiva debe ordenarse de forma excepcional como 
parte de una variedad de medidas temporales a escoger y figurándola de que es la medida 
para que el proceso avance. 
De las entrevistas, todos señalan que se ha distorsionado la naturaleza de esta figura 
procesal, ya que su fin es netamente instrumental y no de anticipar la pena, así también 
hacen mención que hoy en día los jueces están flexibilizando sus criterios de probanza, 
vulnerando así la presunción de inocencia, además todos consideran que la sola sindicación 
de un testigo protegido o de un aspirante a colaborador eficaz, no es suficiente para dictar 
la medida de prisión preventiva, puesto que la motivación implica un conjunto de indicios 
que generen elementos graves y fundados de convicción en el juez, bajo malos criterios de 
credibilidad conforme al acuerdo plenario Nº02 – 2005, asimismo la mayoría de estos 
indican que debe haber más capacitaciones para jueces y fiscales, esto para diferenciar los 
fines procesales de la probanza material del delito y entender que la prisión preventiva no 
debe ser desnaturalizada para adelantar una pena, respetando las garantías que el nuevo 
código procesal penal establece. 
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Con relación a la discusión del Análisis de fuente documental, el Tribunal Constitucional 
en esta sentencia emitida el 26 de abril del 2018, respecto de los expedientes números 
04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC, señalan en el considerando 99 que “en 
buena medida es lo que establece el artículo 281 del Código Procesal Civil, 
supletoriamente aplicable al proceso penal, cuando, al referirse a las presunciones 
judiciales, implanta que el razonamiento lógico-crítico del Juez, basado en reglas de 
experiencia o en sus conocimientos y a partir del presupuesto debidamente acreditado en el 
proceso, contribuye a formar convicción respecto al hecho o hechos investigados. Lo que 
en buena cuenta quiere decir, que cabe la presunción judicial, pero solo en base a un 
elemento debidamente acreditado, no en base a otro hecho presunto”. (2018, pág. 30-31). 
Además, en el considerando 100 que, “por estas razones, este tribunal considera violatorio 
del derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales y a la libertad personal 
que la Sala haya admitido como elemento de juicio para suponer el riesgo de disturbio de 
la actividad probatoria en el caso del imputado Ollanta Humala, la pruebas que no habían 
sido legalmente incorporadas al proceso y que solo permitían sospechar, una influencia en 
testigos en un proceso anterior, pero en modo alguno permiten acreditar una conducta 
anterior en los mismos términos”. (2018, pág. 31) 
Llegando al resultado que muchas veces, al momento de dictar mandato de prisión 
preventiva, el criterio del juez no es suficientemente asertivo, toda vez que como se puede 
observar en el presente caso, el solo hecho de aceptar una prueba que no había sido 
integrada de manera correcta al proceso, y que además solo permitían suposiciones, pues 
vulnera el derecho  la debida motivación de las resoluciones judiciales, y a la libertad 
personal de manera directa, así como también se estaría vulnerando el derecho de 
presunción de inocencia, en consecuencia dicho resultado es semejante a la postura 
sustentada al siguiente autor: 
Asencio manifiesta que, al no ser, el derecho fundamental a la presunción de inocencia, de 
carácter absoluto, pues está afecto a determinadas medidas cautelares personales, como es 
el caso de la prisión preventiva, siempre y cuando, dicha medida sea dictada bajo criterios 
de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad, por lo que la presunción de inocencia 
puede ser desvirtuada mediante la actividad probatoria, con lo que incorpora además una 
presunción iuris tantum, toda vez que admite prueba en contrario. En el marco 
internacional se puede observar que la prisión preventiva, si bien teóricamente se considera 
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una violación al principio de la presunción de inocencia, esta no lo sería, puesto resultaría 
necesario, es decir, que es inevitable para avalar el proceso penal. (1987).  
En consecuencia, los resultados actuales señalan que, el criterio de os jueces no es el 
adecuado al momento de valorar la prueba, desnaturalizando así la prisión preventiva, lo 























































Primero: Se ha analizado que la prisión preventiva vulnera el principio de presunción de 
inocencia en los juzgados nacionales de investigación preparatoria, esto por la indebida 
motivación de la resolución de prisión preventiva, ya que no se valoran los presupuestos de 
la prisión preventiva. Como hemos podido recabar de los entrevistados, la mayoría de ellos 
sostienen que el problema de la prisión preventiva se debe a que los jueces al momento de 
resolver no cautelan debidamente los derechos fundamentales de los imputados, ya sea la 
presunción de inocencia, el mismo que está contemplado en el literal e, numeral 24 del 
artículo 2 de la Constitución Política del Perú y art. II del título preliminar del código 
procesal penal y complementariamente el derecho de defensa, estipulado en el artículo 139 
inciso 14 de la constitución, además de que las resoluciones judiciales no están 
debidamente motivadas, y no hay una debida valoración probatoria. Del análisis 
documental se concluyó que las resoluciones judiciales de prisión preventiva no están 
debidamente motivadas, utilizando así esta medida de coerción como la regla, y no como la 
excepción, a pesar que el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en reiteradas 
ocasiones respecto de este tema. Por lo tanto, se cumple el Supuesto Jurídico General, 
conforme se ha detallado en el punto de las discusiones 
 
Segundo: Se ha explicado que por la indebida motivación de los jueces al aplicar la prisión 
preventiva vulnera el principio de presunción de inocencia, esto al momento de evaluar los 
presupuestos de la prisión preventiva. Los entrevistados refieren al respecto, que la 
vulneración del principio de presunción de inocencia se debe principalmente porque no hay 
una debida motivación al momento de resolver, principio que se encuentra estipulado en el 
numeral 5 del artículo 139° de la Constitución Política del Perú, esto respecto que los 
fundamentos de este mandato de prisión gira en torno a que si el imputado es culpable o 
inocente, cuando debería sustentar los presupuestos exigidos por el código procesal penal 
en su art. 268 del código procesal penal. Conforme al análisis documental, respecto de la 
sentencia del tribunal constitucional se llega a la conclusión y nos queda demostrado que la 
motivación de las resoluciones de los jueces al momento de dictar la medida de prisión 
preventiva no es la adecuada, vulnerando los principios y derechos fundamentales de los 
procesados, toda vez que se está desnaturalizando esta medida de coerción personal, esto al 
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medir el grado de culpabilidad en lugar de los presupuestos que exige el código para la 
aplicación de la misma. Por lo tanto, se cumple el Supuesto Jurídico Especifico 1, 
conforme se ha detallado en el punto de las discusiones. 
 
Tercero: Se ha determinado que los jueces en la actualidad dictan medidas de prisión 
preventiva distorsionando la naturaleza de esta figura procesal, es por esta razón que dichas 
resoluciones quedaron sin efecto en instancias superiores, toda vez que los jueces están 
flexibilizando sus criterios de probanza, convirtiendo así, la excepción en regla, vulnerando 
no solo la presunción de inocencia, sino también el proceso en sí, ya que en lugar de 
valorar debidamente la prueba, se toma las máximas de la experiencia judicial de manera 
errónea, estipulado en el art. 281° del código procesal civil. La mayoría de entrevistados 
coinciden que se ha distorsionado la naturaleza de esta figura procesal, ya que su fin es 
netamente instrumental y no de anticipar la pena, así también hacen mención que hoy en 
día los jueces están flexibilizando sus criterios de probanza, vulnerando así la presunción 
de inocencia, menciona también que no han valorado debidamente la prueba, estipulado en 
el art. VIII del Título Preliminar del Código Procesal Penal, siendo esta una pieza 
fundamental para dar mayor credibilidad. De igual manera consideran que la sola 
sindicación de un testigo protegido o de un aspirante a colaborador eficaz, no es suficiente 
para dictar la medida de prisión preventiva, puesto que la motivación implica un conjunto 
de indicios que generen elementos graves y fundados de convicción en el juez, bajo malos 
criterios de credibilidad conforme al acuerdo plenario Nº02 – 2005. Del análisis 
documental se tiene que, muchas veces, al momento de dictar mandato de prisión 
preventiva, el criterio del juez no es suficientemente asertivo, toda vez que como se puede 
observar en el presente caso, Ollanta Humala y Nadine Heredia, el solo hecho de aceptar 
una prueba que no había sido integrada de manera correcta al proceso, y que además solo 
permitían suposiciones, pues vulnera el derecho  la debida motivación de las resoluciones 
judiciales, y a la libertad personal de manera directa, así como también se estaría 
vulnerando el derecho de presunción de inocencia. Por lo tanto, se cumple el Supuesto 
Jurídico Especifico 2, conforme se ha detallado en el punto de las discusiones. 
 





























Primero: Se recomienda que los jueces de investigación preparatoria, al momento de 
resolver la prisión preventiva, lo hagan de forma correcta y con el debido respeto del 
debido proceso, el derecho a la debida motivación y con el criterio adecuado para valorar 
las pruebas, y así no se vulnere el principio de presunción de inocencia.  
 
Segundo: Se recomienda que, quienes resuelvan el pedido de prisión preventiva, lo hagan 
con la debida motivación, y no tratando al inocente como culpable, toda vez que sería una 
pena anticipada; que se respete el derecho a la debida motivación, y no vulnerar la 
presunción de inocencia como regla de tratamiento.   
 
Tercero: Se recomienda que, no se distorsione la naturaleza de la prisión preventiva y que 
los criterios del juez no sean flexibles al momento de valorar la prueba; se recomienda 
además, que se capaciten a los jueces y se apliquen sanciones drásticas a los mismos, y no 
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ANEXOS. 
